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I. ASISTENCIA
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-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los

Diputados señores Andrés Allamand y Alberto Espina, y la

Diputada señora María Angélica Cristi.

 

-Asistieron, además, el Ministro de Transportes y

Telecomunicaciones, señor Narciso Irureta, y los Senadores

señores Julio Lagos, Ignacio Pérez Walker y Beltrán Urenda.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

24ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 25ª queda a disposición de los

señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se va a dar lectura a

la Cuenta.

 

-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental) da

lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

 

-o-

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- La Comisión de

Gobierno Interior solicita autorización para sesionar

simultáneamente con la Sala a partir de las 11.30 horas,

con el objeto de continuar el estudio del proyecto de ley

sobre gestión municipal.

Recuerdo a los señores Diputados que hoy debería

votarse en particular el proyecto sobre Emporchi.

Tiene la palabra el Diputado señor Balbontín.

 

El señor BALBONTÍN.- Señor Presidente, hemos

solicitado esta autorización, ya que tenemos cierta

urgencia en el despacho del proyecto de ley sobre reforma

municipal.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, en

este momento no hay acuerdo. Su solicitud se someterá a

consideración de la Sala una vez que se haya definido cómo

procederemos en el despacho del proyecto sobre Emporchi.

 

-o-

 

 

V. FÁCIL DESPACHO

 

INSTITUCIÓN DEL DÍA DEL DETENIDO DESAPARECIDO. Primer

trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde ocuparse,

en primer trámite constitucional, del proyecto de ley,

iniciado en moción, que instituye el 30 de agosto de cada

año como Día del Detenido Desaparecido.

Diputado informante de la Comisión de Derechos

Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es el señor Ascencio.

 

Antecedentes:

-Moción, boletín Nº 1628-17, sesión 7ª, en 8 de junio

de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 8.

-Informe de la Comisión de Derechos Humanos, sesión

14ª, en 8 de noviembre de 1995. Documentos de la Cuenta Nº

5.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, este proyecto

figura en Fácil Despacho por lo breve de su texto -una sola

línea-, pero, en el fondo, es bastante complejo y va a dar

para una discusión mayor que la que corresponde a una

iniciativa con esta calificación. En cambio, hay otro

proyecto que figura en Fácil Despacho porque sí lo amerita.

Por lo tanto, solicito que la iniciativa en cuestión

pase al Orden del Día.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, esta

materia se analizó ayer con los Comités y se concluyó en

incluirla en Fácil Despacho. Si dos Comités lo solicitaran,

se retiraría, pero como no ha ocurrido, procederemos a

iniciar su discusión.

Tiene la palabra el señor Diputado informante.

 

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, paso a informar

el proyecto de ley, iniciado en moción de los Diputados

señores Aguiló, Aylwin, Ceroni, Escalona, Juan Pablo

Letelier, Ojeda, señora Pollarolo, señores Villegas,

Naranjo y quien habla, que instituye el 30 de agosto de

cada año como Día Nacional de Detenido Desaparecido.

El proyecto recoge la aspiración de la Agrupación de

Familiares de Detenidos Desaparecidos, la que en numerosas

oportunidades nos había planteado su esperanza de que algún

día se materializara su intención de tener un día al año

que contribuya a tener presente en la memoria a sus

familiares que sufrieron la desparición forzada y que nos

instara a reflexionar sobre el tema y reforzar la

convicción de que dicha práctica no sólo nunca debió

existir, sino que nunca más debe repetirse.

La Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos

nos señaló que siempre ha valorado los gestos y propuestas

tendientes a reconocer el daño causado a los familiares y a

la sociedad, ya que con ello se reivindica a las víctimas y

se asume la responsabilidad colectiva que para esta nación

resulta del todo necesaria.

El concepto de detenido desaparecido, según el informe

de la Comisión de Verdad y Reconciliación, se refiere a la

situación de quienes fueron detenidos por agentes de la

autoridad o por personas a su servicio, siendo ésta la

última noticia que se tuvo de ellos. La autoridad niega

haberlos detenido, o bien, declara haberlos liberado

después de un cierto período, y la suerte de ellos es

ignorada desde ese instante por sus familiares.

La práctica de la desaparición forzada se extendió por

muchos países de Latinoamérica, y se tradujo en miles de

víctimas: en México, 543; en Haití, 12 mil; en Honduras

137; en El Salvador, 6.075; en Brasil, 150; en Paraguay,

109; en Uruguay, 140; en Argentina, 10 mil; en Bolivia,

155; en Perú, 4 mil; en Ecuador 6; en Colombia, 3 mil; en

Guatemala, 35 mil.

En Chile, el Informe de la Comisión Nacional de Verdad

y Reconciliación estableció que entre 1973 y comienzos de

1990, fueron detenidas y posteriormente hechas desaparecer,

957 personas, número que se incrementó a 1.200 por nuevos

casos presentados y reconocidos por la Corporación Nacional

de Reparación y Reconciliación.

Frente a este dramático cuadro que presenta nuestro

continente, los familiares de detenidos desaparecidos

decidieron unirse para denunciar estos crímenes de lesa

humanidad, y en 1981, en su Congreso Fundacional en Costa

Rica, constituyeron la Federación Latinoamericana de

Asociaciones de Familiares de Detenidos Desaparecidos,

organismo no gubernamental, con status consultivo del

Consejo Económico y Social de Naciones Unidas.

En memoria y homenaje a todos los detenidos

desaparecidos de Latinoamérica, esta federación en su III

Congreso instituyó el 30 de agosto de cada año como el Día

Internacional del Detenido Desaparecido, a fin de mantener

vivo el recuerdo de sus familiares e ideales, y asumir el

compromiso de trabajar para que no se repita tan dolorosa

experiencia. Éste es el sentido de la moción que hoy

tenemos que resolver, y para concordar con las decisiones

de esos familiares, instituir en nuestro país el 30 de

agosto de cada año como el Día Nacional del Detenido

Desaparecido.

La aprobación de este proyecto de ley significa que

Chile asume, con nuevos hechos concretos, su preocupación

por el tema de los derechos humanos, además de cumplir con

un anhelo de los familiares del continente y,

especialmente, con los de nuestro país.

Durante la discusión del proyecto, la Comisión

solicitó la opinión de la Corporación Nacional de

Reparación y Reconciliación. Su presidente, don Alejandro

González Poblete, expresó lo siguiente: "Considero que una

iniciativa de esta naturaleza, expresada formalmente por el

Congreso Nacional mediante ley, importa una elevada forma

de reparación moral de la dignidad de las víctimas de

desaparición forzada por acción de agentes del Estado o de

personas a su servicio, la más grave y cruel forma de

violación de derechos humanos ocurrida en nuestro país.

Como acertadamente expresa el informe de la Comisión

Nacional de Verdad y Reconciliación, la reparación moral es

una idea absolutamente necesaria para la transición a una

democracia más plena y en ella corresponde al Estado

intervenir consciente y deliberadamente."

Alejandro González agrega: "La institución oficial del

Día del Detenido Desaparecido estimulará iniciativas

reparatorias en cada punto del país y en cada ámbito de la

actividad social que expresarán el sentimiento y la

solidaridad de toda la comunidad nacional para con las

víctimas y sus familias."

Por último, los miembros de la Comisión estimaron

conveniente incorporar al informe lo relativo a las

propuestas de reparación del informe de la Comisión Rettig

como fundamentos para aprobar el proyecto. En ellas se

expresa: "El país necesita reivindicar públicamente el buen

nombre de las víctimas y recordar lo sucedido para que

nunca más se vuelva a repetir. En esta perspectiva, el

Estado puede encabezar gestos y crear símbolos que le

otorguen sentido nacional a la reparación."

Agrega: "Si sabemos cuidar los detalles y las formas,

sabremos también superar los obstáculos que aún nos

dividen."

La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y

Ciudadanía de la Cámara de Diputados, amén de reconocer

como sustento de esta iniciativa las consideraciones antes

señaladas, la aprobó por unanimidad y recomienda a la Sala,

como contribución a los propósitos indicados, hacer lo

mismo, a fin de que, lo antes posible, una ley de la

República consagre un día del año en memoria de aquellas

víctimas de la irracionalidad.

El artículo único del proyecto que recomendamos

aprobar, prescribe: "Institúyese el día 30 de agosto de

cada año como el Día Nacional del Detenido Desaparecido."

He dicho.

 

El señor ULLOA.- Pido la palabra para plantear una

cuestión constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor ULLOA.- Señor Presidente, deseo consultar a

la Mesa acerca de la constitucionalidad del proyecto, toda

vez que el artículo 60 de la Constitución Política señala

en forma clara y exclusiva las materias que deben ser

objeto de ley, y en ellas no aparece la posibilidad de que

este proyecto pueda serlo. En su número 5, que es el que

más se acerca, establece que sólo son materias de ley "Las

que regulen honores públicos a los grandes servidores".

Esta situación es perfectamente semejante o igual a la

que algunos Diputados planteamos cuando quisimos instituir

el Día del Pescador Artesanal o el Día del Huaso, lo que no

se pudo hacer en virtud de esa disposición.

Por lo tanto, someto esta materia a consideración de

la Mesa.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Antes de que resuelva

la Mesa, vamos a escuchar por cinco minutos las

argumentaciones a favor y, por otros cinco, en contra.

Para apoyar el proyecto, tiene la palabra el Diputado

señor Ceroni.

 

El señor CERONI.- Señor Presidente, no hay duda de que

en nuestro país se cometieron graves violaciones a los

derechos humanos. Innumerables personas cayeron en manos de

agentes del Estado y desaparecieron.

Aprobar este proyecto es lo menos que podemos hacer

por tantos detenidos desaparecidos. Dedicar un día de cada

año a rendirles un homenaje y a recordarlos es lo mínimo

que el país puede hacer.

Este gesto no pretende reabrir heridas ni polarizar

situaciones. Su objeto es que un día en el año se destine a

recordar a los detenidos desaparecidos y a reforzar la

convicción de que la práctica de la desaparición no se

repita. Es una forma de dar un signo claro a la generación

futura de que somos capaces de reconocer los errores y de

decirle que estamos dispuestos a que hechos de esta

naturaleza no vuelvan a suceder en el país.

En el fondo, tiende a reconciliar al país, a unirnos

más y, en forma conjunta, dar un testimonio de voluntad de

reparar los graves errores cometidos en el pasado.

Por eso, en consideración a la importancia de un gesto

de esta naturaleza, que permite rendir un mínimo homenaje a

las víctimas de la práctica de la desaparición y

testimoniar la voluntad de que jamás volverán a ocurrir

situaciones semejantes, el Partido por la Democracia

concuerda con el proyecto y lo aprobará.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Para argumentar a

favor del proyecto, tiene la palabra el Diputado señor

Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, en primer lugar,

creo que el proyecto es perfectamente constitucional.

Mi primera argumentación es de tipo analógico. Con

motivo de la beatificación del Padre Hurtado, por ley se

instituyó el Día de la Solidaridad.

En segundo lugar, el número 20 del artículo 60 de la

Constitución incluye entre las materias de ley "Toda otra

norma de carácter general y obligatoria que estatuya las

bases esenciales de un ordenamiento jurídico". En

consecuencia, tanto la norma que el Diputado señor Ulloa ha

citado como la que yo he mencionado, habilitan para dictar

una ley sobre esta materia.

Por otra parte, quiero recordar que el 7 de marzo de

1991, un grupo de Diputados presentamos un proyecto de ley

para establecer, como figura típica, sancionada en el

Código Penal y a "los que oculten el paradero de una

persona privada de libertad, causando su desaparición,

sufrirán la pena de presidio mayor en cualquiera de sus

grados. Se entenderá que la desaparición ha tenido lugar

cuando, agotados los medios legales, no se logre saber su

paradero.

"Son medios legales, los recursos de amparo, cuyos

rechazos se funden en informes gubernativos, policiales o

carcelarios de resultados negativos."

Hicimos esta propuesta, porque en los tiempos

modernos, la persona, sujeto inviolable de los derechos

humanos, ha sido víctima de los más atroces y crueles

ataques cometidos por quienes forman parte del aparato del

Estado, muchos de los cuales deben, precisamente, velar y

garantizar sus derechos.

Resulta una increíble paradoja que, en países que han

suscrito la Declaración Universal de los Derechos Humanos y

la Convención Americana de los Derechos Humanos se omita

legislar para proteger esos derechos. Es más, en nuestro

caso, el Congreso aprobó el Pacto de San José de Costa

Rica, lo que implica la obligación de adoptar las medidas

legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para

hacer efectivos tales derechos.

Asimismo, el artículo 5º de nuestra Constitución

establece la obligación del Estado de promocionar y

garantizar los derechos humanos. Sin embargo, estos

delitos, que tienen como sujeto activo calificado a agentes

funcionarios públicos o a particulares asociados con éstos,

en la actualidad no están sancionados.

En este caso pueden aplicarse los principios penales

de la llamada comunicabilidad en materia de participación.

Cabe destacar que los penalistas precisan el carácter

pluriofensivo de la agresión estatal, ya que no sólo se

lesiona la integridad física o moral de la víctima, sino

también el sentimiento y la conciencia social, creando en

la sociedad el justo temor de resultar víctima de similares

atentados.

Anuncio mi voto favorable a este proyecto. No

obstante, aparte de instituir este día, el mejor homenaje

que podríamos rendir a quienes fueron víctimas de estos

crueles y atroces atentados, sería legislar en el sentido

que un grupo de Diputados planteó en 1991.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se ofrece la palabra

para impugnar el proyecto.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, un punto de

Reglamento.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, el Diputado señor

Ulloa planteó a la Sala un asunto de constitucionalidad y

usted expresó claramente que concedía cinco minutos para

debatirlo.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, lo que

planteé fue que primero escucharíamos las argumentaciones a

favor y en contra del proyecto, y que luego la Mesa se

pronunciaría sobre el tema de constitucionalidad.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, puedo asegurar -y

está el señor ministro de fe presente- que hace pocos

instantes Su Señoría señaló expresamente que abría un

debate, por cinco minutos, sobre el tema de

constitucionalidad planteado.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Voy a precisar las

cosas. Su Señoría puede estar seguro de que la Mesa

resolverá como corresponde el tema de constitucionalidad

planteado por el Diputado señor Ulloa.

Puede que haya sido mal interpretado, pero ofrecí la

palabra por cinco minutos para hablar a favor del proyecto

y, por otros cinco, para argumentar en contra. Una vez

concluidas dichas argumentaciones, la Mesa se iba a

pronunciar sobre la materia. En ese momento, los señores

Diputados que lo deseen podrán objetar su decisión.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, la exposición de

fondo de la bancada de Renovación Nacional la hará el

Diputado señor Errázuriz. Sin embargo, quiero saber si

podré fundamentar la inconstitucionalidad del proyecto.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Después que la Mesa se

pronuncie al respecto, Su Señoría tendrá tiempo para

refutar, si lo desea, nuestro planteamiento.

Tiene la palabra el Diputado señor Errázuriz, hasta

por cinco minutos, para hablar en contra del proyecto.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, dudo de que

alguien carezca de una especial sensibilidad hacia personas

que hayan sido torturadas, detenidas o estén desaparecidas,

más aún frente a los mártires que cayeron, por ambos lados,

como consecuencia del pronunciamiento del 11 de septiembre.

Personalmente, he estado ayudando a los exiliados de

la provincia Cordillera en la obtención de los derechos que

les corresponden, de acuerdo con la ley dictada.

La Cámara de Diputados, con nuestros votos, aprobó en

dos oportunidades la prórroga de la vigencia de la

Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, porque

nuestro propósito era darle tiempo para que se investigara

en la forma más acuciosa posible lo ocurrido con esas

personas. Sin embargo, escuchemos, por ejemplo, parte de lo

que dijo la Agrupación de Familiares de Detenidos

Desaparecidos en la Comisión de Derechos Humanos,

Nacionalidad y Ciudadanía:

"En nuestro continente este proceso ha sido más o

menos similar, pero es a partir de las últimas décadas -a

raíz de la instauración de las dictaduras militares- que se

produce un retroceso irreparable, con la práctica más

aberrante de violación a los derechos humanos: la

desaparición forzada de personas."

Más adelante, agrega: "Con la aplicación de la

Doctrina de Seguridad Nacional, tendiente a neutralizar a

sectores y partidos de izquierda, miles de militantes,

dirigentes, estudiantes, hombres y mujeres, campesinos y

niños, sufrieron directamente el atropello al valor más

esencial: la vida; ..."

Señor Presidente, a mi juicio, todos tenemos una

especial sensibilidad frente a esta situación, pero me

asiste el temor fundado de que, instaurado el "Día nacional

del detenido desaparecido", se transforme a lo largo del

país en una suerte de manifestaciones de violencia, que

revivirán el rencor, el odio y la división entre los

chilenos, cosa que hemos logrado ir superando en el curso

de estos años.

Hago un llamado a los colegas de la Democracia

Cristiana y del Partido por la Democracia para que piensen

lo que puede significar la celebración de este aniversario

con el MIR, con el Partido Comunista y con los grupos

extremistas, realizando actividades de violencia en las

calles, en las plazas, en los pueblos y en las ciudades.

Tengo la seguridad de que los grupos más tranquilos y

más pacíficos, la inmensa mayoría del país, junto con

sentir gran sensibilidad por los detenidos desaparecidos,

no quieren abrir heridas ni revivir divisiones entre los

chilenos.

Por eso, compartiendo absolutamente el sentimiento que

embarga a los autores de esta iniciativa, tengo fundadas

sospechas y gran temor de que el día 30 de agosto, que se

pretende instaurar como el "Día nacional del detenido

desaparecido", se transforme en el día de la violencia, del

rencor y de la división de los chilenos, con lo que

perderemos gran parte de lo andado hasta ahora.

Señor Presidente, con su venia, concedo una

interrupción al Diputado señor Carlos Vilches.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Con todo gusto.

En el tiempo restante para hablar en contra del

proyecto, tiene la palabra el Diputado señor Vilches,

porque la interrupción sería para rebatir a Su Señoría, y

me imagino que ése no es el caso.

 

El señor VILCHES.- Señor Presidente, Su Señoría está

en lo cierto. Reglamentariamente, corresponde dar el uso de

la palabra, porque no voy a contradecir a mi colega, ya que

comparto plenamente su intervención.

Solicité la palabra porque estimo que el proyecto -

moción presentada por distinguidos parlamentarios de la

Cámara- no hace sino tratar de instaurar un día que puede

significar abrir permanentemente una cicatriz en nuestra

nación.

No obstante nuestros esfuerzos por hacer durante todos

estos años una oposición constructiva, en esta oportunidad

-debemos decirlo con mucha claridad- votaremos en contra de

un proyecto que no ayudará a la buena convivencia nacional.

Esto, para nosotros, es jugar con la dignidad de las

personas.

Las víctimas que cayeron en una etapa distinta en

nuestro país merecen todo el respeto, pero no podemos

instrumentalizar el dolor de familias chilenas y de mucha

gente para justificar un día nacional del detenido

desaparecido.

Por eso, estimo que no es conveniente que una moción

de este tipo sea aprobada. Creo que la función de la Cámara

es despachar importantes proyectos que den oportunidades a

la gente, que les proporcionen trabajo y esperanzas de

vivir en un país digno. Lo único que logrará esta

iniciativa es mantener abierta las diferencias que han

marcado a nuestro país y que tanta amargura le trajeron a

muchas familias chilenas.

Votaré negativamente el proyecto porque no representa

el sentir de muchos chilenos.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se han presentado dos

indicaciones. Antes de tratarlas, la Mesa, por estimar que

la cuestión es dudosa, va a escuchar, de acuerdo con el

Reglamento, intervenciones de hasta cinco minutos para

plantear un punto de vista u otro sobre la

constitucionalidad del proyecto.

Tiene la palabra el Diputado señor Ferrada.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, el Diputado Jorge

Ulloa ha planteado una cuestión de constitucionalidad que,

a juicio nuestro, es evidente.

En síntesis, ha dicho que, de acuerdo con el artículo

60 de la Constitución, el proyecto que hoy se analiza no

tiene fundamento como materia de ley. Ese artículo, en

forma imperativa y categórica, señala que sólo son materias

de ley las que se establecen entre los números 1) y 20) de

la misma disposición. Un análisis de todas ellas permite

comprender con exactitud que una materia como ésta no queda

comprendida en ninguno de esos numerandos.

En conformidad con los precedentes históricos que hay

en la Cámara, en una ocasión se aprobó un proyecto similar

en apariencia, que establecía el Día de la Solidaridad en

homenaje al Padre Hurtado; pero ese proyecto fue nominal y

coincidía con el número 5) del artículo 60, por cuanto

regulaba honores públicos a un gran servidor de la nación,

como para todos nosotros representa la figura del Padre

Hurtado. No se trataba de una iniciativa como ésta,

innominada, plural y genérica.

El argumento entregado por el Diputado Sergio Elgueta,

en el sentido de que sí estaría comprendido de manera

genérica, según lo dispuesto en el número 20) del artículo

60, tampoco se ajusta estrictamente al rigor jurídico,

porque allí se indica que toda otra norma de carácter

general y obligatoria que estatuya bases esenciales de un

ordenamiento jurídico puede ser materia de ley. Es obvio

que en el caso presente no estamos ante ninguna norma de

carácter general y obligatoria que establezca la base

esencial de un ordenamiento jurídico, sino que estamos

regulando una suerte de honor público, no para personas,

sino para una situación genérica e indeterminada.

Actuar de manera contraria sería negar lo que sostiene

toda la doctrina constitucional respecto de lo que es y en

qué consiste la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo.

De aceptar la tesis del Diputado Sergio Elgueta, la

potestad reglamentaria del Presidente de la República, que

es de carácter residual, prácticamente no existiría, porque

en esta suerte de bolsón del número 20 estaría, de hecho,

comprendida de una manera que, en mi concepto, constituiría

una intromisión de jurisdicción de competencia todo lo que

comprende la potestad reglamentaria en el orden

constitucional chileno.

En consecuencia, y para los efectos previstos en la

propia Constitución, no sólo planteo los argumentos de

inconstitucionalidad de la norma, sino que hago expresa

reserva de esta discusión para los efectos de una eventual

acción ante el Tribunal Constitucional, si correspondiera.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Para exponer un punto

de vista distinto, tiene la palabra el Diputado señor

Elgueta.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, en el fondo no es

cierto que se comparta el dolor de las víctimas a que se

refiere este homenaje, sino que se busca un escape de tipo

aparentemente jurídico-constitucional para rehuir este

problema.

Si fuera cierto lo dicho por el Diputado de Renovación

Nacional, don Carlos Vilches, con esos mismos argumentos

deberíamos, lisa y llanamente, suprimir el "11 de

septiembre", pues es una festividad que divide y siembra el

odio y la discordia entre los chilenos. Pero ese día

existe.

Ahora me referiré a la cuestión constitucional.

La Carta Fundamental señala cuáles son las materias de

ley. Además, aquí se acaba de reconocer que la Cámara

aprobó un proyecto que estableció el Día de la Solidaridad,

que pasó por todos los trámites constitucionales y hoy es

ley de la República.

En esa oportunidad, nadie objetó que se instituyera

ese día por la vía legal. ¿Por qué? Porque la figura del

Padre Hurtado no era discutida ni controvertida como lo fue

cuando estaba en vida. Después de fallecido, indudablemente

que se produjo unanimidad.

No puede argumentarse ahora que ese proyecto fue para

instaurar el Día del Padre Hurtado, sino para crear el "Día

de la solidaridad". Así se le llamó en el proyecto de ley.

Incluso fui uno de los patrocinadores. Su autor fue el

Diputado señor Latorre. Por lo tanto, si en esa ocasión se

aprobó esa iniciativa no veo cuál sería la razón para que

hoy no se aceptara el proyecto que establece el "Día

nacional de los detenidos desaparecidos". No es argumento

señalar que en un caso tuvo nombre y que en el otro fue

anónimo, porque todos los países del mundo tienen tumba en

honor del soldado desconocido, a quien se le rinde

homenaje.

 

El señor FERRADA.- Pero no se establece por ley.

 

El señor ELGUETA.- ¡Pero puede hacerse por ley!

En nuestra historia hay una serie de figuras

legendarias que carecen de nombre, pero que representan lo

mejor de nuestra raza, nacionalidad y valores. Ahí está el

caso del roto chileno.

Tampoco se puede argumentar que un grupo de chilenos,

que fueron sacrificados en nombre de la seguridad nacional,

no hayan sido grandes servidores. ¿Qué mejor servicio que

perder la vida en defensa de los valores que profesaban?

Ellos fueron de cualquier sector. El que rinde la vida

defendiendo sus valores es un gran servidor de la patria.

Eso no lo puede negar nadie, tengan o no nombres

particulares, porque sí los tuvieron en vida. Cada uno tuvo

su nombre; otra cosa es que durante 17 años se haya tratado

y se continúe tratando de olvidarlos.

El número 5 del artículo 60 de la Carta Fundamental

respalda este proyecto en su constitucionalidad. Además,

ésta es una cuestión de tipo político que el Parlamento

debería reconocer sin tanta discusión.

Señor Presidente, por su intermedio, le concedo una

interrupción al Diputado señor Valenzuela.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el tiempo que

resta, de un minuto, tiene la palabra el Diputado señor

Valenzuela.

 

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, el numeral 20

del artículo 60 señala dos ideas fundamentales: que la

norma sea de carácter general y obligatoria y que estatuya

las bases esenciales de un ordenamiento jurídico. Para

ello, es fundamental relacionar esta norma con el capítulo

I sobre las bases de la institucionalidad. Uno de sus

artículos, el 4º, que es el más breve y, además, el más

importante de nuestra Constitución, dice: "Chile es una

república democrática." Son cinco palabras que señalan la

base principal de nuestra institucionalidad.

En un período en que las detenciones fueron

absolutamente arbitrarias e ilegales, donde se detectaron

miles de desaparecidos, no es posible argumentar que el

numeral 20 del artículo 60 no está relacionado con las

bases de la institucionalidad. Obviamente, cuando el número

de personas detenidas es de esa magnitud, la norma se hace

absolutamente general, porque ha dejado de ser de carácter

individual.

Sólo he mencionado el artículo 4º, pero también podría

mencionar el 1º, que dispone: "Los hombres nacen libres e

iguales en dignidad y derechos." Toda la institución de

detenidos desaparecidos infringe gravemente la esencia de

este artículo, porque cuando los hombres nacen libres e

iguales no es posible que en un país como Chile existan

detenidos desaparecidos.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Honorable Sala,

después de estudiar la cuestión, a la Mesa le resulta claro

que la declaración de constitucionalidad de un proyecto

debe hacerse cuando ingresa en la Cuenta, y que sólo tiene

facultad para declarar inconstitucionales o inadmisibles

las indicaciones. Por lo tanto, en cuanto a la forma, no

puede pronunciarse ahora sobre una materia ya que se

determinó cuando el proyecto se declaró admisible, lo cual

no obsta para que los señores parlamentarios que así lo

deseen puedan recurrir al Tribunal Constitucional.

En cuanto al fondo, existen dos indicaciones al

proyecto: una del Diputado señor Ascencio, para declarar el

día del ex Diputado Carlos Lorca como "Día nacional del

detenido desaparecido"; la otra, formulada por los

Diputados señores Taladriz, Jürgensen y Orpis, para

agregar, después de la palabra "desaparecido", la expresión

final: "y de las víctimas del terrorismo".

Tiene la palabra el Diputado señor Ascencio.

 

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, como se ha

argumentado que ese día es innominado, junto con otros

señores Diputados hemos decidido presentar el proyecto como

"Día nacional del detenido desaparecido, Carlos Lorca",

quien está en la misma situación, pero sigue siendo "Día

nacional del detenido desaparecido".

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Le corresponde a la

Mesa pronunciarse sólo sobre las indicaciones y respecto de

la esencia del proyecto, lo cual no obsta -como he señalado-

al derecho de los señores parlamentarios de recurrir al

Tribunal Constitucional.

El Diputado señor Errázuriz ha presentado una tercera

indicación, en el sentido de instaurar el 30 de agosto de

cada año como el "Día de los mártires por Chile".

Naturalmente, esa indicación difiere de las ideas matrices

del proyecto y, por lo tanto, no podríamos declararla

admisible.

En votación la idea de legislar.

Luego, nos pronunciaremos sobre las indicaciones.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 32 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo dos

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Por no haberse reunido

el quórum, se repetirá la votación.

Tiene la palabra el Diputado señor Aguiló para

plantear un punto de Reglamento.

 

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, ¿podría aclarar

qué señala el Reglamento respecto de los señores

parlamentarios que se encuentran en la Sala y no hacen uso

de su derecho a votar para provocar, por esa vía, la falta

de quórum?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El Reglamento es

claro. Dice que los señores Diputados presentes en la Sala

están obligados a votar, ya sea en forma positiva, negativa

o absteniéndose, a fin de expresar su opinión.

 

-Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señores Longueira y

Silva, ¡llamo al orden a Sus Señorías!

En votación.

 

-Repetida la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 34 votos. No hubo votos por la negativa ni

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Por no haber quórum,

se llamará a los señores Diputados por cinco minutos.

 

-Transcurrido el tiempo reglamentario:

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).-Con-tinúa la sesión.

 

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, ¿cuál

es el quórum requerido?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se necesitan 39 votos

en total.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente,

una consulta reglamentaria. ¿Cuál es la sanción para los

Diputados que están en la Sala y no votan?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El Reglamento

establece la obligación de cada parlamentario de votar,

pero no es expresa. Por ende, si la sesión fracasara por

falta de quórum, quedan afectos a multa los Diputados

ausentes, incluidos los que no figuran en la lista de

votación. De lo contrario, carezco de un instrumento

reglamentario para sancionar.

En votación la idea de legislar en el proyecto que

instituye el 30 de agosto de cada año como Día del Detenido

Desaparecido.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 41 votos; por la negativa, l voto. No hubo

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobada.

 

-Aplausos.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Ascencio, Aylwin (don Andrés), Balbontín,

Ceroni, Cornejo, De la Maza, Elgueta, Encina, Estévez,

Fuentealba, Gajardo, Hernández, Huenchumilla, Jara, León,

Letelier (don Juan Pablo), Makluf, Montes, Morales,

Naranjo, Ojeda, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pollarolo (doña

Fanny), Rebolledo (doña Romy), Reyes, Rocha, Saa (doña

María Antonieta), Sabag, Silva, Sota, Tohá, Tuma, Urrutia

(don Salvador), Valenzuela, Venegas, Villegas, Villouta,

Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Votó por la negativa el Diputado señor Hamuy.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En la discusión

particular, el señor Secretario accidental dará lectura a

una indicación.

 

El señor ZÚÑIGA (Secretario accidental).- De los

señores Taladriz, Jürgensen, Orpis, Galilea y Leay, para

intercalar la expresión "y de la víctima del terrorismo",

con lo cual el texto quedaría: "Artículo único.-

Institúyese el 30 de agosto de cada año como el Día

Nacional del Detenido Desaparecido y de la víctima del

terrorismo."

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación la

indicación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 20 votos; por la negativa, 39 votos. Hubo 2

abstenciones.

 

El señor FERRADA.- Pido la palabra.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, no he votado,

pero en la lista aparece mi voto a favor. He sostenido que

el proyecto no es constitucional; en consecuencia, tampoco

puedo votar, ni aun cuando estuviera de acuerdo, las

indicaciones que se presenten respecto de él. De manera que

debe excluirse mi voto de esa nómina.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor José García.

 

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, yo

tampoco voté, y mi voto aparece consignado como positivo.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se va a repetir la

votación.

 

-Repetida la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 12 votos; por la negativa, 40 votos. No hubo

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Rechazada la

indicación.

Despachado el proyecto.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Álvarez-Salamanca, Bartolucci, Cantero, Galilea,

García (don René Manuel), Jürgensen, Martínez (don

Rosauro), Orpis, Prokuriça, Taladriz, Ulloa y Vilches.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Ascencio, Aylwin (don Andrés), Balbontín,

Ceroni, Cornejo, De la Maza, Elgueta, Encina, Estévez,

Fuentealba, Gajardo, Hernández, Huenchumilla, Jara, León,

Letelier (don Juan Pablo), Makluf, Montes, Morales,

Naranjo, Ojeda, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pollarolo (doña

Fanny), Rebolledo (doña Romy), Reyes, Rocha, Saa (doña

María Antonieta), Silva, Sota, Tohá, Tuma, Urrutia (don

Salvador), Valenzuela, Venegas, Villegas, Villouta, Wörner

(doña Martita) y Zambrano.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se cita a reunión de

Comités.

Se suspende la sesión.

 

-Transcurrido el tiempo de suspensión.

 

ENVÍO DE PROYECTO SOBRE MODERNIZACIÓN DEL SECTOR PORTUARIO

A COMISIÓN DE HACIENDA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Continúa la sesión.

Debo informar a los señores Diputados que los integrantes

de la Comisión de Hacienda han hecho presente a la Mesa que

las indicaciones presentadas en la Sala al proyecto que

moderniza el sector portuario no fueron enviadas a dicha

Comisión para un segundo informe.

La Mesa ha acogido reglamentariamente este

planteamiento. Por tanto, el proyecto debe volver a la

Comisión de Hacienda para que, en un breve plazo, elabore

un segundo informe en el que se pronuncie sobre dichas

indicaciones.

 

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON

LA SALA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- La Comisión de

Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y

Desarrollo Social solicita autorización para sesionar

simultáneamente con la Sala.

 

Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

VI. ORDEN DEL DÍA

 

INCENTIVOS PARA EL DESARROLLO ECONÓMICO DE LAS PROVINCIAS

DE ARICA Y PARINACOTA. Observaciones del Presidente de la

República.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el Orden del Día,

corresponde tratar las observaciones de Su Excelencia el

Presidente de la República al proyecto de ley que introduce

modificaciones a la ley Nº 19.420, sobre incentivos para el

desarrollo económico de las provincias de Arica y

Parinacota.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el

señor Andrés Palma.

 

Antecedentes:

-Observación de S.E. el Presidente de la República,

boletín Nº 1727-05, sesión 23ª, en 6 de agosto de 1996.

Documentos de la Cuenta Nº 4.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 26ª, en 13

de agosto de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 4.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En discusión.

Tiene la palabra el Diputado señor Bartolucci.

 

El señor BARTOLUCCI.- Señor Presidente, Su Excelencia

el Presidente de la República ha formulado observaciones a

la decisión tomada por el Congreso respecto del tema del

cabotaje. Concretamente, se trata de reservar a la Marina

Mercante Nacional el transporte marítimo de carga en

nuestro país.

Este tema fue largamente analizado en todos sus

trámites y, en definitiva, el Congreso Nacional, por amplia

mayoría, estableció una norma de prudencia que, de alguna

manera, mantiene la reserva de carga para la Marina

Mercante Nacional, pero también abre la posibilidad para

que las naves extranjeras participen en el cabotaje, con

las limitaciones señaladas en la ley. Sin embargo, el

Presidente de la República veta esta norma e insiste en el

criterio original: dejar abierto el cabotaje de las

mercaderías que tengan como destino de salida o de llegada

el puerto de Arica.

¿Por qué, después de un arduo debate, en el que se

analizaron todas las posiciones y se ponderaron las

distintas alternativas, el Congreso Nacional llegó a la

norma de prudencia que he señalado? Como lo expresamos en

su oportunidad, se trata de resguardar a un sector de la

actividad económica nacional, a los trabajadores marítimos

y al transporte terrestre chileno, y de mantener las normas

internacionales de reserva que rigen en todos los países.

La aprobación de las observaciones formuladas por el

Presidente de la República significaría una apertura

unilateral de la Marina Mercante Nacional respecto de las

de otros países, que no tienen reciprocidad con Chile en la

materia y donde se reserva esta actividad a sus respectivas

marinas.

Para el veto, el Ejecutivo no invoca otras razones

sobre el tema y sólo pretende imponer su criterio al

Congreso. Sin embargo, los argumentos de fondo que en su

oportunidad sirvieron de base para establecer la norma de

prudencia, siguen siendo válidos y no han sido

contradichos.

Llamo a los señores Diputados a recordar el debate que

tuvimos en su oportunidad. ¿Por qué el Parlamento adoptó

esa decisión? A mi juicio, si el Presidente de la República

no tiene nuevos argumentos, no debe imponernos su criterio,

aun cuando esté facultado constitucionalmente para vetar e

insistir. Esta materia ha sido tratada muy a fondo y no hay

nuevos antecedentes que hagan necesario cambiar nuestro

criterio.

Para evitar perjuicios a la Marina Mercante Nacional,

a los trabajadores marítimos y portuarios, es necesario

mantener nuestra posición sobre este tema.

He dicho.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Salvador Urrutia.

 

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, el

tema del cabotaje hacia Arica ha sido analizado in extenso

por este Congreso durante aproximadamente ocho meses.

Cuando se trató la ley Arica, en agosto de 1995, se

aprobó por unanimidad el artículo 34, que liberaba el

cabotaje extranjero desde y hacia el puerto de Arica.

Luego, aprovechando un proyecto modificatorio de otros

aspectos de dicha ley, el Senador señor Beltrán Urenda

presentó una indicación en que pedía derogar dicho

artículo. Ahí comenzó el análisis a fondo que se llevó a

cabo tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, y

luego, por dos meses en una Comisión Mixta.

Los representantes de Arica tienen claro que es

necesario fortalecer la competitividad de su puerto, lograr

que los fletes desde y hacia Arica sean lo más barato

posible, lo que se logrará, en parte, cuando las naves

extranjeras participen en las cargas menores de 900

toneladas. Es una ventaja indudable que apunta a hacer que

el puerto de Arica sea más competitivo para los tiempos que

vienen, en que deberemos luchar con los del sur del Perú

para ser el terminal del corredor bioceánico que unirá

Brasil y Bolivia con los puertos del Pacífico.

Debemos actuar pensando en el futuro. Es necesario que

ese enorme flujo de carga de Centroamérica y Sudamérica

hacia el Asia y viceversa, sea transferido en puertos

chilenos, específicamente por Arica. Para ello, se han dado

pasos importantes, como la creación de la figura de

"centros exportadores", contemplada en la ley Arica, que

obedecen al principio de almacenar, exponer, envasar,

preparar la comercialización de los productos que

Sudamérica vende al mundo y, a su vez, que Chile vende al

mundo y a Sudamérica.

Permitir que los barcos extranjeros operen en Arica

hacia y desde el litoral chileno beneficiará enormemente al

puerto y a su proyección futura, pues lo hace más

competitivo y lo prepara para convertirse en el eje del

corredor bioceánico en su terminal Pacífico.

¿Cuál es el problema? La Marina Mercante Nacional

considera que sus intereses serán gravemente dañados por

esta situación.

El decreto ley Nº 3.059, que entregó el monopolio de

las cargas menores de 900 toneladas a la Marina Mercante

dentro del cabotaje, es de 1979, es decir, de hace

aproximadamente 17 años, lapso en el cual no hubo un

desarrollo marítimo nacional hacia Arica, ya que sólo hace

tres comenzó un incipiente cabotaje hacia esa zona. En 1994

sólo se movilizaron 25 mil toneladas de carga y descarga de

mercaderías. En cambio, en el mismo año la Marina Mercante

movió 10 millones de toneladas. Es decir, para ella el

cabotaje hacia Arica significa la cuarta parte del 1 por

ciento, porcentaje ínfimo, que no puede afectar ni dañar su

potencial de crecimiento. No se trata de que el cabotaje

hacia Arica represente la mitad, el 25 o el 10 por ciento

del movimiento de los barcos nacionales, sino que es mucho

menos del 1 por ciento. En cambio, comparativamente, los

beneficios que puede tener el abaratamiento de los costos

del flete hacia Arica representan para la ciudad y su

puerto una enorme ventaja que se multiplicará en el tiempo.

Por ello, es conveniente acoger el criterio del

Ejecutivo que apunta en la política correcta: hacer más

competitivo el puerto de Arica, con el objeto de

transformarlo en el terminal Pacífico del corredor

bioceánico Atlántico-Pacífico.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Raúl Urrutia.

 

El señor URRUTIA (don Raúl).- Señor Presidente, quiero

referirme fundamentalmente a la importancia que tiene para

nuestra marina mercante la mantención del proyecto aprobado

por la Comisión Mixta, y hago mías todas y cada una de las

expresiones vertidas por el honorable Diputado señor

Francisco Bartolucci.

Quiero plantear algunas situaciones que considero

importantes.

A las provincias de Arica y Parinacota les es

absolutamente indiferente la forma en que se haga el

cabotaje. Lo que les interesa para lograr su desarrollo es

que éste sea permanente y regular; es decir, que las

mercancías sean trasladadas permanentemente de un lugar a

otro. Arica podría constituirse en un puerto internacional

y también formar parte de los corredores bioceánicos de que

tanto se habla hoy, en la medida en que efectivamente ellos

puedan establecerse y en que existan las naves requeridas

para tal efecto.

Sin embargo, hay que dejar claramente establecido que

la propia ley señala una excepción al respecto, al disponer

que todas las mercancías que vengan de otros lugares, que

no sean las que se transportan desde Arica hacia el resto

de Chile -por ejemplo, las que vienen de Bolivia, que para

todos los efectos se considerarán mercancías

internacionales- ya sea que vayan desde Arica hacia el

extranjero o hacia los puertos del sur de Chile, serán

consideradas mercancías internacionales, y por lo tanto

también podrán ser transportadas en naves extranjeras.

Lo que trata de resguardar aquí es un principio

fundamental del derecho comercial internacional, que se

refiere a la reserva del cabotaje para las marinas

mercantes nacionales -principio consagrado y en el derecho

nacional de todos los países-, salvo cuando exista

reciprocidad a través de tratados internacionales en virtud

de los cuales en determinado momento naves extranjeras

también puedan realizar dicho cabotaje en los respectivos

países, cosa que no sucede en este caso.

Por eso, en su momento, aprobamos el proyecto

reformulado en la Comisión Mixta

-tengo entendido que fue redactado por el Senador Andrés

Zaldívar- que mantenía la reserva del cabotaje para las

naves mercantes de nuestro país, como una forma de mantener

este principio fundamental, a menos que

-como lo señalé cuando tratamos el proyecto- se lograra la

reciprocidad de otras naciones a través de tratados

internacionales.

Insisto en que, en el evento de que se aprueben las

observaciones del Presidente de la República, este proyecto

puede crear serios inconvenientes a nuestra marina mercante

nacional.

Tengo información de organizaciones internacionales de

trabajadores que señalan expresamente el grave daño que se

puede provocar a las tripulaciones de naves nacionales en

el evento de que esto se generalice, porque puede ser el

primer paso para introducir modificaciones importantes no

sólo a la marina mercante nacional, sino a todo el sistema

portuario nacional que, indudablemente, ha tenido un gran

desarrollo en los últimos años, y que espero que con el

nuevo proyecto que aprobaremos en los próximos días será

mucho más eficiente y competitivo con el de las otras

naciones del mundo. Pero esto puede ser el inicio de un

proceso que traerá enormes consecuencias económicas, no

sólo para el país, sino para quienes laboran en el sector

naviero, específicamente para sus tripulantes.

Se me puede decir que es escasa la carga que viene

desde Arica hacia los puertos del sur o desde éstos hacia

Arica; es posible, pero lo que importa es mantener el

principio de la reserva del cabotaje para nuestras naves

mercantes. Por eso, en su momento, el legislador fue muy

sabio al establecer una norma oportuna y prudente que daba

equilibrio. Lamentamos profundamente que, haciendo uso de

un derecho constitucional, el Presidente de la República

haya formulado observaciones al proyecto.

Por eso, solicito a la Honorable Cámara que rechacemos

dichas observaciones e insistamos -con los dos tercios,

como lo establece la Constitución Política- en la norma que

aprobamos inicialmente.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Con esta intervención

se han completado los tres discursos que establece el

Reglamento. Sin embargo, los Diputados señores Valcarce y

Ortiz también han pedido la palabra, y a la Mesa le parece

de equidad otorgársela.

Si le parece a la Sala, en primer lugar, intervendrá

el Diputado señor Valcarce y luego el señor Ortiz, después

de lo cual se votará.

Acordado.

Tiene la palabra el Diputado señor Valcarce.

 

El señor VALCARCE.- Señor Presidente, el análisis debe

centrarse en el momento en que la Comisión Mixta estudió el

artículo 34.

Nadie ha señalado que cuando analizamos la

modificación a dicho artículo, junto con el Diputado señor

Salvador Urrutia presentamos una indicación para

suprimirlo. Por lo tanto, hubo un error de la Secretaría

del Senado, que no lo eliminó, quedando uno 34 y otro 35.

Evidentemente, el Presidente de la República vetaría el

artículo 35 propuesto por la Comisión Mixta, respecto del

cual cinco Senadores e igual número de Diputados habíamos

llegado a un consenso, pese a que hubo un voto en contra y

una abstención a causa de la rapidez con que se efectuó la

votación.

Entonces, y con el ánimo de avanzar, creo que

deberíamos insistir en el artículo 35 aprobado por la

Comisión Mixta, que dispone que ninguna nave perteneciente

a una marina de guerra extranjera podrá hacer cabotaje en

Chile y que, al mismo tiempo, resguarda el principio de que

la carga chilena o extranjera se transportará primero en

buques chilenos, y la sobrante en naves de bandera

extranjera. Se trata de un principio de nacionalidad y

reciprocidad en una economía social de mercado realmente

clara y subsidiaria. Por lo tanto, debemos insistir en el

criterio de la Comisión Mixta, esto es, en mantener el

artículo 35.

Resulta lamentable para los ariqueños que el

tratamiento de este proyecto haya tardado tanto tiempo. Se

va a cumplir un año y todavía nos encontramos discutiendo

un problema tan puntual como el cabotaje, cuando los

centros de exportación, que constituían una gran esperanza,

ni siquiera podrán funcionar porque el artículo 12 del

acuerdo del Mercosur les traerá problemas. Por otra parte,

las edificaciones se encuentran detenidas; sólo se han

construido cinco edificios.

Por eso, sería necesario que este proyecto no sólo

contuviera las observaciones del Presidente de la

República, sino que también diera otros incentivos que

saquen adelante a nuestras provincias de Arica y

Parinacota.

Hoy, el éxodo de ariqueños sigue siendo constante. El

despoblamiento de esas provincias es un tema que nos

preocupa a todos, y pese a todo el esfuerzo hecho por el

Congreso, su gente aún cree responsablemente que tenemos el

compromiso de entregarles mejores incentivos y beneficios

porque nuevamente vislumbran en su futuro nubarrones negros

producto del desencanto y de que no existe un horizonte

claro.

Por lo tanto, estoy por mantener el artículo 35, en la

esperanza de que el Supremo Gobierno aumente los fondos

regionales para obras públicas, de modo que a través de

esta iniciativa se pueda tender un puente entre la actual

crisis de Arica y su futuro, pues todavía algunos tienen

esperanzas de que entre en vigencia lo más pronto posible.

He dicho.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Ortiz.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, tal como lo

señalaron los dos representantes del distrito de Arica -me

refiero a los Diputados Salvador Urrutia y Carlos Valcarce-

, la mayoría de los 120 Diputados hemos visto con mucho

interés toda iniciativa que fomente el desarrollo de Arica

y Parinacota.

Se recordó que la tramitación de este proyecto ha

demorado alrededor de un año. Para ser justos, esto no ha

sido responsabilidad de nuestra Corporación. Durante el

último trámite del proyecto me correspondió reemplazar al

Presidente, Diputado señor Jaime Estévez, que debió

ausentarse para cumplir compromisos del cargo, y,

lamentablemente, por una situación administrativa generada

en el Senado de la República, estamos pagando el costo de

tener que discutir este proyecto que modifica la ley Nº

19.420. Este tema debió resolverse el año pasado. Quiero

dejarlo consignado para ser justo con la labor de los

Diputados y funcionarios de la Corporación.

Pero aquí tenemos una realidad. Se ha recordado que en

esta modificación a la ley que establece los incentivos

para el desarrollo económico de las provincias de Arica y

Parinacota, el tema de más amplia discusión fue el relativo

al cabotaje.

En la Comisión Mixta me correspondió reemplazar al

Diputado señor Andrés Palma, que hoy no está presente por

encontrarse cumpliendo tareas específicas en su distrito de

la Región Metropolitana. Cuando participé en las dos

reuniones de dicha Comisión, comprobé que había dos

posiciones diametralmente opuestas, y me llamó

positivamente la atención que los dos Diputados del

distrito y los dos Senadores de la circunscripción,

buscaron salidas efectivas que ayudaran al desarrollo

económico de esa región extrema del país, llegando a una

solución que, como lo expresó claramente el Diputado señor

Raúl Urrutia, fue aprobada como proposición de la Comisión

Mixta.

Pero nuevamente nos encontramos con que existe una

contradicción entre los artículos 34 y 35, debido a lo cual

las observaciones del Presidente de la República

-formuladas de acuerdo con sus atribuciones- a las letras

h) y j) del artículo 1º, que corresponden a los números 1 y

2 del veto, son de carácter formal y responden a razones de

técnica legislativa vinculadas a la estructura del

proyecto.

Por eso, la Comisión de Hacienda aprobó por unanimidad

esta parte del veto.

El tema en discusión se aprobó con votación dividida.

En mi caso, y en representación de la bancada

democratacristiana, aprobé el veto después de escuchar la

exposición y fundamentación del mismo hechas por don Luis

Sánchez Latorre, en representación del Gobierno, quien

expresó claramente que era un tema contradictorio que se

volvería a producir entre los artículos 34 y 35, en

relación con los alcances del cabotaje realizado desde y

hacia el puerto de Arica. En la Comisión de Hacienda quedó

claramente estipulado que se excluye la posibilidad de que

dicho cabotaje sea practicado por naves de guerra de países

vecinos.

También nos enteramos del nivel de cabotaje que existe

en Arica en este momento, a través de las intervenciones de

los Diputados señores Salvador Urrutia y Carlos Valcarce,

quienes señalaron que es mínimo y que lo que se desea es

fomentarlo.

Tal como se señaló al aprobar el veto, quedó

meridianamente establecido que no afecta a las empresas que

desempeñan el cabotaje a nivel nacional. Al revés, la

posibilidad de que operen naves extranjeras ayuda al

desarrollo de Arica y Parinacota.

Por eso, anuncio el voto favorable de la Democracia

Cristiana a los dos vetos al proyecto.

He dicho.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Cerrado el debate.

Las observaciones del Presidente de la República, se

votarán en conjunto porque se refieren a una sola cuestión

y las posiciones son similares y claras.

En votación.

 

-Durante la votación.

 

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero hacer una

consulta técnica, porque no todos tenemos la información

específica.

Para una mejor comprensión, me gustaría que alguno de

los señores Diputados que participó en la Comisión Mixta,

tal vez el colega señor Valcarce, nos informara de qué

nivel de cabotaje se habla, cuál es el aumento a que aspira

Arica y qué empresa hace el cabotaje nacional, si la

Interoceánica o Sudamericana de Vapores.

Como el objetivo es tratar de abaratar costos y

generar mayor actividad, el ingreso de naves de otras

banderas podría ser interesante, pero me gustaría saber

cuál es la realidad actual antes de votar.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado,

terminó el debate. Estamos en votación. El Diputado señor

Salvador Urrutia podrá explicarle después esta materia.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 32 votos; por la negativa, 17 votos. Hubo 1

abstención.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Arancibia, Ascencio, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña

Mariana), Ceroni, Dupré, Elgueta, Estévez, Fuentealba,

Gajardo, González, Hernández, Jara, León, Letelier (don

Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Makluf, Ojeda, Ortiz,

Pizarro, Pollarolo (doña Fanny), Rebolledo (doña Romy), Saa

(doña María Antonieta), Silva, Sota, Urrutia (don

Salvador), Valenzuela, Venegas, Villegas, Villouta, Walker

y Wörner (doña Martita).

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Álvarez-Salamanca, Bartolucci, Ferrada, García (don

René Manuel), Longueira, Masferrer, Matthei (doña Evelyn),

Pérez (don Víctor), Prochelle (doña Marina), Prokuriça,

Solís, Urrutia (don Raúl), Valcarce y Vilches.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobadas las

observaciones de Su Excelencia el Presidente de la

República.

Despachado el proyecto.

 

 

VII. PROYECTO DE ACUERDO

 

INVESTIGACIÓN DE HECHOS ACAECIDOS EN CENTROS DE

READAPTACIÓN CONDUCTUAL DE MENORES.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar los

proyectos de acuerdo

 

El señor FERRADA.- Pido la palabra para plantear un

asunto reglamentario.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, hoy en la mañana,

junto a la Diputada señora Pollarolo, quien es la autora,

presentamos un proyecto de acuerdo a fin de abocarse al

conocimiento de la situación que en la actualidad están

afrontando muchos menores sometidos a proceso, quienes se

encuentran recluidos en distintas cárceles.

Como se ha sabido por la prensa y por otros medios, la

situación de estos niños es muy grave, por lo cual solicito

a Su Señoría que recabe el asentimiento de la Sala para que

el proyecto sea tratado hoy.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El Diputado señor

Ferrada solicita el asentimiento unánime para tratar el

proyecto relativo a la situación de los menores en las

cárceles.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

El señor Prosecretario le dará lectura.

 

El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).- Proyecto

de acuerdo N°439, de la señora Fanny Pollarolo y del señor

Valentín Ferrada:

"Considerando:

Que la opinión pública ha sido conmovida por los

graves incidentes acaecidos en días recientes en tres

centros de menores del sur del país y que significaron la

muerte de tres adolescentes y lesiones relevantes para

otros diez;

Que existen antecedentes que permiten estimar que

algunos de tales graves hechos protagonizados por niños y

adolescentes han adquirido ribetes de actos de tipo

suicida, lo que es expresivo de una situación objetiva y

subjetiva de vida caracterizada por una enorme soledad e

inseguridad, de daño personal y familiar y, sobre todo, de

una gran desesperanza vital;

Que las características de los hechos que hemos podido

conocer son demostrativas de un desgarrador llamado de

atención y de auxilio, que proviene de nuestra infancia y

adolescencia privada de libertad, la más pobre y dañada,

que debemos atender;

Que las condiciones de carencias en que han vivido,

tanto en el plano material como afectivo, unido a las

consecuencias sociales de su condición de menores en

conflicto con la justicia, los ha llevado en muchos casos a

carecer de esperanzas en la vida;

Que tenemos como sociedad el deber de contribuir a

otorgarles una efectiva nueva oportunidad de vida;

Que la realidad develada en estos graves hechos se

exhibe como una realidad de una enorme complejidad humana,

familiar, social e institucional, que se debe profundizar

en su conocimiento, y en el descubrimiento de sus causas y

de las formas científicas de contribuir a su superación

efectiva;

Que existen antecedentes que indican que en varios de

los casos tan graves conocidos, la causa más inmediata

radicó en la situación de incertidumbre o frustración ante

el curso o excesiva dilación de sus procesos judiciales

ante los Tribunales de Menores;

Que existen indicios que indican que en varios de

tales casos los menores han sido declarados sin

discernimiento para los efectos de la persecución de su

eventual responsabilidad criminal, y la aplicación de las

medidas de protección a su respecto se han dilatado

excesivamente en el tiempo;

Que lo anterior está determinado, también, por una

legislación de menores obsoleta que no les reconoce como

sujetos plenos de derechos y garantías procesales, lo que

genera en los menores irritación, sensación de

discriminación y, sobre todo, sensación de inseguridad

jurídica;

Que desde esta dolorosa realidad surgen

interpelaciones de acción hacia el conjunto de la sociedad,

a las familias y, por supuesto, a los órganos del Estado

para enfrentar el estudio de sus causas y formas de

solución;

Que, en lo inmediato, resulta imprescindible abocarse,

desde todos los ángulos sociales e institucionales, al

estudio de las causas de los fenómenos de violencia y

autodestructividad que se anida en los niños y adolescentes

privados de libertad, en situación de conflicto con la

justicia;

Que debe estudiarse la forma de crear los medios más

adecuados y científicos para promover la rehabilitación

conductual de los niños y adolescentes privados de

libertad, así como para viabilizar la reinserción social

efectiva posterior de éstos; y

Que estas obligaciones de acción para los órganos del

Estado no son sólo morales, sino que emanan del espíritu y

contenido de las normas internacionales a que se encuentra

ligado, en especial a las disposiciones de la Convención

internacional de los Derechos del Niño;

Venimos en proponer a esta Honorable corporación el

siguiente

 

proyecto de acuerdo:

 

1. Disponer que la Comisión de la Familia de esta

Honorable Corporación se constituya en Comisión Especial

Investigadora a fin de investigar los hechos acaecidos en

los centros de readaptación conductual de menores de

Temuco, Puerto Montt y Coronel, sus causas y

consecuencias, así como para proponer las medidas

necesarias para su más pronto remedio y que promuevan la

readaptación efectiva de los niños y adolescentes

privados de libertad, así como su reinserción más normal

posible en la vida social;

2. Oficiar a la Excelentísima Corte Suprema, a fin de

manifestarle su preocupación por la dilación que se

observa en los procedimientos relativos a la declaración

de discernimiento de los menores que se encuentran a

disposición de los Tribunales de Menores y a la

aplicación de las medidas de protección a su respecto y a

fin de solicitarle que investigue las causas de tales

dilaciones procesales y disponga lo conveniente para el

debido y oportuno resguardo de los derechos procesales de

los menores, en especial su derecho a un justo y racional

procedimiento.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Para argumentar en

favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la Diputada

señora Fanny Pollarolo.

 

La señora POLLAROLO.- Queremos solicitar la aprobación

de este proyecto de acuerdo, por cuanto, como la opinión

pública sabe, hemos sido conmovidos por hechos

extraordinariamente dramáticos: los llamados motines en los

centros de readaptación conductual, que culminaron con la

muerte de tres adolescentes y lesiones graves para otros

diez.

Creo que todos entendemos que este es un problema

extraordinariamente complejo, pero quizás lo más

estremecedor es que, de alguna manera, lo que han hecho

estos jóvenes significa una interpelación hacia el conjunto

de la sociedad. Su muerte, la violencia que se desató y

culminó en estos hechos, se puede entender claramente como

una violencia autodestructiva. Fue una especie de suicidio.

Cuando nos comunicaron la forma en que ocurrieron los

hechos, supimos que en una de las cárceles uno de los

jóvenes colocó los colchones sobre la puerta cerrada -sabía

que estaba con candado y que sería muy difícil que se

conociera a tiempo lo que estaba ocurriendo al interior de

esa celda- y les prendió fuego.

Ésta es una interpelación muy fuerte y dramática.

Debemos entender que esa situación no es consecuencia sólo

de lo que ocurre al interior de esa cárcel con estos niños

privados de libertad. Son historias de vida. Son muchachos

con una vida de carencias y, a su vez, al estar privados de

libertad, perciben igualmente un futuro cerrado de

oportunidades.

Como parlamentarios, queremos colaborar con lo que

están realizando las autoridades del Ministerio de Justicia

y de Gendarmería, porque ésta no es una tarea sólo del

Gobierno, sino del conjunto de la sociedad y también del

Parlamento. Por lo tanto, nos proponemos a realizar un

estudio que aborde todos los aspectos preventivos y de

rehabilitación, como asimismo del tiempo de privación de

libertad, para que realmente prepare a los jóvenes, pero

también a una sociedad que esté dispuesta a abrirles

espacios y a darles oportunidades. Después de una

detención, los jóvenes quedan marcados y no van a entrar a

organizaciones como los scouts, por ejemplo.

La cesantía juvenil que, como ustedes saben, triplica

la global, en estos muchachos es prácticamente del ciento

por ciento. En este sentido, las tareas por realizar son

muy vastas y nos involucran a todos.

Ahora bien, hay algunos aspectos que quizás son

manejables más rápidamente -los abordamos en el segundo

punto de nuestro proyecto de acuerdo- relativos a la forma

en que los jueces ejercen sus funciones. Hay dilación.

Algunos muchachos que tuvieron parte en esta conducta de

violencia tan autodestructiva, como la descrita, estaban

viviendo la frustración de no contar con dinero para pagar

la fianza o de sufrir dilaciones, porque el juez toma

tiempo -a veces varios meses- para decidir el lugar de

protección, cuando se ha resuelto que el detenido no tiene

discernimiento.

De manera que estamos pidiendo que la Corte Suprema

informe sobre esta situación; que aclare qué relación

tienen estas dilaciones, que son enteramente subsanables,

con esos hechos.

Por lo tanto, proponemos incorporarnos como un

estamento más de esta sociedad para buscar soluciones y

pedir a los tribunales que, a lo menos, este aspecto lo

corrijan desde ya.

Ése es el sentido del proyecto de acuerdo para el cual

pido la aprobación.

He dicho.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Para argumentar a

favor, tiene la palabra la Diputada señora Prochelle.

 

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, ¿sería posible que

se volviera a leer el primer punto?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se leerá a

continuación de la intervención, por dos minutos, de la

Diputada señora Prochelle.

 

La señora PROCHELLE.- Señor Presidente, compartimos

absolutamente el fondo y la forma del proyecto de acuerdo.

Como toda la sociedad, hemos sido impactados por los

hechos ocurridos, y el colega Valentín Ferrada, que

patrocinó el proyecto de acuerdo, nos ha representado

analizándolo. Creemos que es el inicio de una actividad que

para nosotros, como parlamentarios, es obligatoria.

Por lo tanto, la bancada de Renovación Nacional va a

dar su aprobación al proyecto de acuerdo y participará

activamente en la iniciativa, en cuanto nos corresponda.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

leerá de nuevo el primer punto, a solicitud del Diputado

señor Bombal.

 

El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).-

"Disponer que la Comisión de la Familia de esta Honorable

Corporación se constituya en Comisión Especial

Investigadora, a fin de investigar los hechos acaecidos en

los centros de readaptación conductual de menores de

Temuco, Puerto Montt y Coronel, sus causas y consecuencias,

así como para proponer las medidas necesarias para su más

pronto remedio y que promuevan la readaptación efectiva de

los niños y adolescentes privados de libertad, así como su

reinserción más normal posible en la vida social."

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En todo caso, deseo

dejar constancia, respecto del punto 2, de que la Corte

Suprema no está sujeta a fiscalización en los proyectos de

acuerdo, pero que sí le enviaremos un oficio, como se ha

señalado, para darle a conocer las opiniones que aquí se

han expresado.

 

El señor BOMBAL.- Pido la palabra.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, a modo de

sugerencia, al referirse a tres situaciones específicas y

dramáticas que han ocurrido y dar a la Comisión de Familia

el carácter de Especial Investigadora de esa situación, ¿no

se restringe el ámbito tan amplio planteado por la Diputada

señora Pollarolo y que no puedo sino compartir con ella, en

el sentido de que una Comisión Especial analizara el tema

de lo que sucede en las cárceles y que, dentro de eso,

trate estas tres situaciones? Digo esto porque, desde el

momento en que esa Comisión se transforme en una

inquisitiva del tema, se puede correr el riesgo de no

entrar al fondo de por qué llegan a producirse estos

hechos. ¿Sería posible ampliar la proposición mediante una

pequeña modificación?

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Daré el uso de la

palabra a la Diputada señora Pollarolo, aunque ya está

agotado el tema.

 

La señora POLLAROLO.- Seré muy breve.

Comparto lo que acaba de expresar el colega.

En la práctica, queremos que se proceda como se hizo

con el tema del maltrato. Es decir, que la Comisión de

Familia estudie el tema y que no sólo se aboque a la

investigación de estos tres casos.

En ese sentido, comparto lo planteado por el Diputado

señor Bombal. Creo que ésa será la voluntad que expresará

la Comisión de Familia.

He dicho.

 

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, habría que

redactar el acuerdo en tal sentido.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Solicito que los

señores Diputados que presentaron el proyecto de acuerdo se

acerquen a la Mesa.

-Se suspende la sesión por tres minutos.

 

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Continúa la sesión.

El señor Prosecretario va a dar lectura al texto que

se propone.

 

El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).-

"Disponer que la Comisión de Familia de esta Honorable

Corporación investigue los hechos acaecidos en los centros

de readaptación conductual de menores, particularmente los

de Temuco, Puerto Montt y Coronel, sus causas y

consecuencias, así como para proponer las medidas

necesarias para su más pronto remedio y que promueva la

readaptación efectiva de los niños y adolescentes privados

de libertad, así como su reinserción más normal posible en

la vida social."

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si le parece a la

Sala, así se acordará.

Acordado.

 

 

VIII. INCIDENTES

ANTECEDENTES SOBRE LA CORPORACIÓN DE COOPERACIÓN

INTERNACIONAL. Oficio.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Incidentes, en el

tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente,

tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.

 

El señor ULLOA.- Señor Presidente, hace algún tiempo

hice pública una denuncia sobre las actividades de la

Corporación de Cooperación Internacional, en un proyecto

promovido por la Comisión Nacional del Medio Ambiente

relacionado con el puerto de Talcahuano.

Posteriormente, los diarios dieron a conocer que la

Corporación de Cooperación Internacional era un ente

privado, conformado por altos personeros de partidos

oficialistas, incluidos ministros del actual régimen.

A los pocos meses de esta denuncia, al parecer, esos

integrantes fueron reemplazados por otros.

Lo curioso es que esta institución, la CCI, vuelve a

aparecer en un decreto del Ministerio de Relaciones

Exteriores, publicado en el Diario Oficial del viernes 23

de enero de 1995, firmado por don Carlos Figueroa,

Vicepresidente de la República, don Mariano Fernández,

Ministro de Relaciones Exteriores, y don Luis Maira,

Ministro de Planificación y Cooperación.

Mediante este decreto se promulga un convenio con la

Comunidad Europea, de financiación del Programa Chile

Norte, por un valor de 10 millones de ecus, es decir, más

de 12 millones de dólares.

Es extraño que la entidad que representa al Gobierno

chileno, beneficiaria del proyecto, aparezca bajo la sigla

Mideplan, Corporación de Cooperación Internacional, CCI,

con dirección en Santa Beatriz 126, Providencia, Santiago.

Curiosamente, no aparece la Agencia de Cooperación

Internacional, Agci, creada por nosotros, a través de una

ley, que depende del Mideplan, sino que figura una entidad

privada, conformada hasta entonces, en el tiempo de la

denuncia, por personeros de Gobierno.

Mideplan aparece en el punto cuarto del convenio como

el ente jerárquico máximo y la CCI, como la agencia de

ejecución y administración de los recursos, pero,

curiosamente, dichos recursos no pasan por el Fisco, ni por

el Ministerio de Hacienda ni son fiscalizados por la

Contraloría, sino directamente a esta ONG, perteneciente a

personeros del régimen.

Lo más increíble se produce en el punto siete, en el

que aparece la siguiente frase: A través del Mideplan y la

CCI, el Gobierno se compromete a aportar la contrapartida

financiera nacional prevista en el programa.

Es decir, esta entidad privada, en la práctica, pasa a

transformarse en representante del Gobierno y canalizadora

de los recursos del Fisco.

Muchas preguntas saltan a la vista de este decreto.

¿Qué es la CCI como para que el Gobierno le dé el

estatus de su representante en la ejecución de un proyecto

de estas dimensiones con la Comunidad Europea? ¿Quiénes

conforman y han conformado esta importante y, a la vez,

privilegiada institución privada de la República?

Sería interesante conocer el acta fundacional de esta

ONG y los decretos que le dieron vida.

¿Por qué el Gobierno no usa a la Agencia de

Cooperación Internacional, entidad autorizada por ley para

administrar los recursos de cooperación internacional?

¿Desde cuándo esta entidad privada está administrando

recursos de la cooperación internacional? ¿Cuántos recursos

le han llegado y le han sido traspasados? ¿Cuál es el

sustento legal de esta cooperación, ya que la Ley de Bases

de Administración del Estado establece que sólo por ley se

puede traspasar la administración de recursos públicos a

entes privados?

Solicito que se oficie a la Contraloría General de la

República, a fin de que fiscalice esta situación y responda

a mis consultas.

Asimismo, me gustaría saber por qué tomó razón de un

decreto de esta naturaleza, que consagra a esta nueva

entidad Mideplan-CCI, que administra, sin control, recursos

que el Gobierno obtiene de la cooperación internacional y

del Fisco.

Esta investigación es importante, para evitar

incomprensiones y hacer más transparente lo atingente a la

cooperación internacional.

Quiero señalar que, después de participar en la

creación de la Agencia de Cooperación Internacional en la

respectiva Comisión, me parece extraño y anormal que se

siga operando con ONG, entidades privadas que carecen de la

necesaria transparencia para operar con recursos que vienen

del extranjero y con contrapartidas nacionales.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviará el

oficio solicitado, con copia de su intervención y la

adhesión de la señora Matthei y de los señores Longueira,

Valcarce, Taladriz y Vilches.

 

INFORMACIÓN SOBRE EL OTORGAMIENTO DE CRÉDITOS DEL BANCO DEL

ESTADO A CUBA. Oficios.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Comité del Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el

Diputado señor Taladriz.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, en el diario El

Mercurio de hoy aparece una carta titulada "Regalos a

Cuba", que dice:

"En 1973 el Gobierno del señor Allende compró una gran

partida de azúcar al gobierno cubano pagada anticipadamente

a través del Banco Central; esta compra nunca fue entregada

y, peor aún, el gobierno cubano no devolvió el dinero

anticipado. El Banco Central entabló un juicio contra el

gobierno cubano en Suiza, juicio que ganó (después de 20

años) a comienzos de 1994, y si pudo recuperar algo, fue

gracias a que Suiza congeló unos depósitos que tenía el

gobierno cubano hasta que terminara dicho juicio".

Pues bien, el Banco del Estado de Chile no halló nada

mejor que conceder una "línea de crédito" por varias

decenas de millones de dólares al gobierno cubano más o

menos en los mismos días en que el Banco Central ganaba por

fin el juicio. Como si esto fuera poco, el Banco del Estado

le concedió este año otra "línea de crédito" al gobierno

cubano para que compre lo que quiera...

"Como las posibilidades de recuperar estos préstamos

son casi nulas, pregunto: ¿Con qué derecho el gobierno de

la Concertación le regala el dinero de todos los chilenos a

un gobierno como el cubano? ¿En qué quedan todas las

altisonantes declaraciones, los bien publicitados gestos,

actuaciones y decisiones sobre los manoseados derechos

humanos en Chile si al mismo tiempo se le presta esta

inmensa ayuda a una dictadura que ha conculcado los más

elementales derechos humanos?"

Solicito que se oficie al Ministro de Relaciones

Exteriores sobre este tema y al presidente del Banco del

Estado para que informe a la Cámara de qué manera se

conceden estos créditos y qué garantías se exigen para

asegurar su pago.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviarán los

oficios solicitados por Su Señoría.

 

ACLARACIÓN SOBRE OTORGAMIENTO DE SUBSIDIOS A LA MEDIANA Y

PEQUEÑA MINERÍA. Oficios.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor

Vilches.

 

El señor VILCHES.- Señor Presidente, deseo referirme a

un artículo aparecido en la editorial del diario "El

Mercurio" hace unos días, denominado "Subsidio a la

producción de cobre", donde se afirma que subsidiar la

actividad del cobre es una aberración económica y

productiva.

Sobre el particular, estimo que se ha incurrido en un

error al hacer semejante aseveración, ya que nunca ha sido

subsidiada la pequeña y mediana minería del país. Por el

contrario, lo que ha sido aplicado en épocas pasadas fue

una inversión transitoria en tarifas en el sector minero,

que posteriormente ha sido recuperada con creces mediante

devolución de créditos, desarrollo productivo y en

crecimiento de ciudades que viven de la minería.

El endeudamiento histórico del sector de los pequeños

industriales mineros ha sido consecuencia de las bruscas

fluctuaciones que ha experimentado el precio del cobre en

los mercados internacionales y de créditos de fomento de

alto costo, con lo cual se han visto imposibilitados de

pagar regularmente en los períodos de prosperidad.

No entender que la minería ha sido el gran sustento de

este país es desconocer la historia de que Chile ha sido

minero, es minero y tiene un gran futuro minero.

La inversión transitoria de recursos que Enami ha

aplicado en sus tarifas de compra de minerales ha sido para

permitir que los pequeños mineros artesanales y pequeños

industriales mineros puedan explorar y explotar pequeñas

minas de cobre y oro, que han dado origen a una tradición

minera y que, sin lugar a dudas, han sido la base para

explorar, sondear y evaluar grandes yacimientos que hoy

permiten un desarrollo minero al país sin precedente.

No pretendo desconocer que el avance tecnológico, la

geología económica, la foto satelital y la geofísica han

aportado lo suyo para encontrar zonas de interés minero que

han atraído a grandes inversionistas internacionales que

integran la larga lista de proyectos mineros en explotación

productiva.

Pero si todos los mineros del país contaran con

recursos y pudieran explotar, refinar y comercializar el

cobre, no sería necesaria la existencia de la Empresa

Nacional de Minería. Es decir, la Enami hace lo que no

puede hacer individualmente cada pequeño industrial minero:

comprar los minerales, concentrar, refinar y exportar el

cobre, el oro y la plata.

Es un hecho conocido que la Enami tiene deficiencias

en sus procesos metalúrgicos y que ocupa tecnología

atrasada, con lo que sus cargos de procesamiento y maquila

son altos en relación con similares empresas del país. Esta

ineficiencia se traduce en bajas tarifas de compra de

minerales, perjudicando directamente a los pequeños

mineros.

Luego, subsidiar a la pequeña minería en tarifas de

compra de minerales, sería sólo una modesta compensación a

las ineficientes políticas de Estado que aplica Enami para

fomentarla.

Enami debe su existencia al desarrollo que tuvo la

pequeña minería del país. Corregir los errores del pasado y

fomentar al sector con buenas políticas de Estado, tendrá

como resultado aumentar la producción, con una gran

generación de empleo productivo y mantener el sitial de ser

los más grandes productores de cobre del mundo.

Señor Presidente, solicito que se envíe íntegramente

copia de esta intervención al Ministro de Minería, don

Benjamín Teplizky, y al director del diario El Mercurio de

Santiago.

He dicho.

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se procederá en

la forma solicitada, con la adhesión de todos los Diputados

presentes en la Sala.

En el tiempo del Comité del Partido Renovación

Nacional, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

GESTIÓN PARLAMENTARIA EN FAVOR DE CIUDADANA CHILENA,

ENCARCELADA EN LIMA, PERÚ.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado

señor Viera-Gallo.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, parece

oportuno usar estos minutos de Incidentes para dar cuenta

del viaje que realizamos a Lima, con los Diputados señores

Ferrada y Luksic, con el fin de interiorizarnos de la

situación que afecta a la ciudadana chilena Sibila

Arredondo. Ella es una mujer de más de 60 años de edad,

condenada hasta el momento a 15 años de reclusión; lleva ya

8 cumplidos, en condiciones de encarcelamiento

particularmente duras y severas.

Vive con otra persona en una celda de tres por tres.

No tiene derecho a leer el diario, escuchar la radio ni ver

la televisión. No puede usar reloj y sólo puede salir al

patio de la cárcel por media hora. Además, sólo puede

recibir la visita de dos familiares directos, una vez al

mes, por media hora.

No es una situación especial de ella, es la de todos

los presos acusados de terrorismo o de traición a la patria

en el Perú, que se calculan, por lo que nos dijeron, en más

de cinco mil.

También existen otros compatriotas en situación

similar o aun peor, porque algunos están condenados a

cadena perpetua en la cárcel de alta seguridad de Puno, a 4

mil metros de altura; presidio que está rodeado de un campo

minado que hace extremadamente difícil el acceso, incluso

para los propios familiares.

Nosotros planteamos esta situación a las autoridades

peruanas, las cuales demostraron una enorme comprensión al

carácter humanitario de la gestión.

Tuvimos la oportunidad de estar personalmente con

Sibila Arredondo y constatamos, independientemente de las

circunstancias tan adversas en que vive, que mantiene una

gran entereza en sus convicciones, en sus planteamientos y

una gran coherencia y fuerza que le permiten soportar

condiciones tan difíciles.

Ella no ha sido acusada de ningún hecho violento, de

sangre; pero adhiere a los postulados políticos del grupo

que en Chile es conocido como Sendero Luminoso y que define

como Partido Comunista que preside Abimael Guzmán, quien se

encuentra condenado a cadena perpetua.

Todos conocemos el drama que ha causado el terrorismo

en Perú, con más o menos 25 mil muertos, una de las ondas

de violencia más fuertes que ha vivido América Latina.

Todos sabemos de la secuela de dolor, miseria y sufrimiento

que trajo la acción de ese grupo como también la del Tupac

Amaru.

Nuestro gesto no tiene ningún nivel de sintonía con

los planteamientos políticos de la persona afectada, sino

que es una preocupación por su situación humana.

En las circunstancias actuales, sólo cabe esperar que

las condiciones en que viven los presos por terrorismo

puedan mejorar. Esta es una convicción de los grupos de

derechos humanos, particularmente de la Cruz Roja, y

también de las propias autoridades peruanas, en particular

del Defensor del Pueblo.

Dificulta este hecho el que haya habido un rebrote de

las acciones de Sendero Luminoso en el último tiempo, con

dos atentados con bombas en Lima, que causaron muertos, y

con algunas acciones violentas en la sierra y en la selva.

Éste es un grupo que se supone disidente, dirigido por el

llamado Comandante Feliciano, que está dejando un reguero

de violencia y de dolor en el país, lo que hace difícil que

las autoridades peruanas tengan un trato más humanitario

hacia las personas presas del mismo grupo.

Sin embargo, advertimos en los parlamentarios de todos

los partidos y en las propias autoridades peruanas que hay

como una voluntad de hacer menos riguroso el tratamiento

hacia estas personas.

Por cierto, no hay punto de comparación entre de las

cárceles de alta seguridad del Perú con la nuestra, en

Santiago, donde se encuentran recluidas las personas del

grupo Lautaro o del Frente Manuel Rodríguez Autónomo.

Repito, no existe comparación alguna.

Ojalá que con nuestra gestión también haya quedado

sembrada la inquietud de mejorar las condiciones

carcelarias de todos los presos, particularmente la de los

chilenos y, sobre todo, la de Sibila Arredondo, por su

edad.

Aprovecho la ocasión para señalar que parece positiva

la iniciativa del gobierno peruano en orden a crear una

comisión especial que revise los casos de las personas

inocentes que se encuentran condenadas por los llamados

tribunales sin rostro, es decir, de jueces encapuchados,

que durante un tiempo investigaron actos terroristas.

Las autoridades peruanas calculan que los inocentes

son entre 400 y 700. Sin duda, es dramático que una persona

inocente se vea inculpada, procesada y condenada por un

tribunal sin rostro, conforme a una legalidad que, por lo

menos, en este caso, parece discutible.

Esa comisión estará integrada por tres personas y

comenzará a revisar los procesos. Es un hecho positivo que

el Presidente Fujimori haya dado este paso de humanización.

Por último, independientemente de las convicciones

políticas de Sibila Arredondo que, por cierto, ninguno de

los que viajamos compartimos, no vamos a abandonar el

seguimiento de este caso humano.

Esperamos que la justicia peruana avance, que la Corte

Suprema decida, en definitiva, sobre los procesos

pendientes y, ojalá, Sibila recupere su libertad, porque es

una presa estrictamente de conciencia, independientemente

de sus convicciones, o bien, que se den las circunstancias

para que la autoridad peruana tome las decisiones que

estime oportunas y que puedan favorecerla.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Continuará

presidiendo la sesión el Diputado señor José Miguel Ortiz.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo

que resta al Comité Socialista, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

DECLARACIÓN ACUSATORIA EN CONTRA DE ALCALDES DEL PARTIDO

POR LA DEMOCRACIA DEL DISTRITO Nº 17.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo

del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra

la Diputada señorita María Antonieta Saa.

 

La señorita SAA.- Señor Presidente, en primer lugar,

quiero aprovechar esta ocasión -no es el tema que voy a

plantear- para dirigirme a mi colega Luis Valentín Ferrada.

En la discusión anterior, él se refirió a la Diputada

señora Fanny Pollarolo, como "Diputado". Como cada vez

somos más las mujeres que participamos en la actividad

pública, y el uso -aunque no es oficial- hace el lenguaje,

debería dársenos el trato correspondiente.

Para nosotras es muy importante que se nos llame

Diputadas, porque somos mujeres que nos hemos integrado al

mundo político. Es una demanda que le hago al colega.

 

El señor FERRADA.- ¿Me permite, señor Presidente?

 

La señorita SAA.- Señor Presidente, por su intermedio,

concedo una interrupción al Diputado señor Ferrada.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, soy quien más

celebro que la mujer chilena

-siguiendo una antigua tradición- se incorpore, cada vez

con más fuerza, a nuestros debates y que reclame, con justa

razón, su derecho a que, aun en el lenguaje, se le

distinga. A veces, el uso del buen lenguaje lleva a cometer

actos que no tienen relación con el desconocimiento de las

personas. Por ejemplo, cuando usamos el sagrado nombre de

"la Patria", que suena como una evocación femenina, la

asociamos al concepto de padre, y nadie ha dicho que

"Patria" -que viene de padre-, aun cuando tenga una

connotación femenina, genere alguna confusión.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Puede

continuar la Diputada señorita María Antonieta Saa.

 

La señorita SAA.- Señor Presidente, sólo para decir

que, en este caso, estamos hablando de mujeres concretas y

no de una idea abstracta femenina. Sin embargo, para

dejarlo claro, algunas Diputadas estamos pensando presentar

una moción parlamentaria; pero ese es otro tema.

Señor Presidente, la semana pasada apareció en la

prensa una declaración de concejales socialistas que, de

alguna manera, repercutió -espero que no sea así- por los

hechos ocurridos en la Cámara y por las polémicas que hemos

tenido en este último tiempo en relación con el tema de la

droga.

Dicha declaración acusa de complacencia con este

flagelo a alcaldes del Partido por la Democracia.

Entre esos concejales figuran María Guajardo, de

Conchalí; José Figueroa, de Renca, y Carmen Gloria Allende,

de Huechuraba, que acusan a Sofía Prat, de Huechuraba;

Carlos Sotolichio, de Conchalí, y a Manuel Caballero, de

Renca, tres comunas que conforman el Distrito Nº 17, que

represento.

Fue muy doloroso conocer públicamente esta opinión,

pues María Guajardo, José Figueroa y Carmen Gloria Allende,

nunca presentaron en los concejos un reparo a la política

desarrollada por estos alcaldes ni tampoco un programa para

atacar este flagelo que a todos nos preocupa.

Resulta menos entendible aún, porque en las tres

alcaldías, especialmente en Huechuaraba y Conchalí, se han

desarrollado importantes planes para combatir la droga con

la ayuda de la comunidad.

Es doloroso conocer estas declaraciones públicas

cuando, sin antecedentes, se ataca impunemente -en un tema

de esta gravedad- a alcaldes que, absolutamente conscientes

de su labor, han desarrollado un trascendente trabajo en la

comunidad.

Me dirijo a mis colegas socialistas, especialmente al

Presidente del Partido, señor Camilo Escalona, con el fin

de pedirles los antecedentes que tuvieren a la vista María

Guajardo, Carmen Gloria Allende y José Figueroa para

formular esta acusación tan grave -de complacencia con la

droga- en contra de la alcaldesa señora Sofía Prat y de los

alcaldes señores Carlos Sotolichio y Manuel Caballero.

Sería doloroso comprobar que ellos no existen y que esta

grave acusación es sólo una repercusión de la posición de

nuestro Partido respecto del examen antidrogas, el cual,

por respeto a la libertad, no debería ser obligatorio para

los Diputados y funcionarios de la Cámara. Ojalá que no

haya antecedentes, pero si los tienen, que los entreguen,

porque es doloroso comprobar cómo algunas veces las

pasiones políticas obnubilan la razón, la manera honesta,

clara y deseable de hacer política y se hacen acusaciones

gratuitas, sin tener antecedentes.

Estas situaciones resultan muy dolorosas cuando las

gestiones se realizan con responsabilidad, diligencia y

participación ciudadana.

He dicho.

 

TÉRMINO DE DESCUENTOS PREVISIONALES A PENSIONADOS Y

MONTEPIADAS. Oficio.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la

palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

 

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, en

primer lugar, pido su autorización para insertar mi

discurso en la versión, y segundo, pedir un oficio.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Perfecto. No

hay inconveniente.

 

-El texto del discurso que se incluye en virtud del

artículo 117 del Reglamento, es del siguiente tenor:

"Señor Presidente, esta Cámara, mediante el proyecto

de acuerdo N° 275, de 1995, solicitó al Ejecutivo,

representado por el Ministro del Trabajo y Previsión

Social, que se eliminara el descuento de 4 por ciento que

afecta a los pensionados y montepiadas de "Capremer", dada

su difícil situación económica y la discriminación negativa

que se produce con esa situación, dado que otros

pensionados no tienen ese descuento extra.

"Sin embargo, la Subsecretaría de Previsión Social

explicó, en oficio ordinario N° 714/2, del 03.05.96, que el

tema debe contar con el acuerdo del Ministro de Hacienda.

"Es indudable que eliminar ese descuento significará

un costo para la caja fiscal, pero tendrá un objetivo

social de primera prioridad: mejorará la calidad de vida de

uno de los grupos más vulnerables: pensionados y

montepiadas de la tercera edad.

"El costo de suprimir el descuento del 4 por ciento,

que es de 2 por ciento o 3 por ciento en otras ex cajas de

previsión, era en total, en 1994, de 6.228.352.000 pesos,

lo que representa una suma importante, pero financiable en

el marco del gasto social, y beneficiaría a 122.260

personas en forma directa y a todos sus grupos familiares

en forma indirecta. Además, se trata de un gasto que irá

disminuyendo gradualmente, dada la esperanza de vida de los

interesados.

"Desde luego, se beneficiarán no sólo los ex

imponentes de Capremer, sino muchos miles de afiliados a

otras cajas, especialmente la de empleados públicos y

periodistas, que suman casi cien mil personas.

"Por lo anterior, pido que se oficie al señor Ministro

de Hacienda, para solicitar que se tomen las providencias

presupuestarias que permitan eliminar el descuento

previsional, del 2, 3 ó 4 por ciento que afecta a

pensionados y montepiadas de distintas ex cajas de

previsión como Capremer, Empleados Públicos y Periodistas y

otras, para seguir avanzando en el apoyo solidario a los

grupos más vulnerables de nuestra sociedad, con criterios

de justicia y equidad.

"Solicito, señor Presidente, que se adjunte mi

intervención al oficio.

"He dicho."

 

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente,

pido que se oficie al Ministro de Hacienda, a fin de que se

tomen las providencias necesarias en las partidas

presupuestarias para poner término a los aportes o

cotizaciones efectuadas por imponentes pasivos a los fondos

de pensiones, en especial por los pensionados o montepiadas

de las cajas de previsión de la Marina Mercante, de

Empleados Públicos y Periodistas y de otras, quienes están

siendo perjudicados en su calidad de vida a causa de dichos

descuentos.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión de los

Diputados señores Alejandro Navarro, Felipe Letelier,

Víctor Jeame Barrueto, Miguel Hernández, Edmundo Villouta,

Mario Acuña, José Makluf, Luis Valentín Ferrada y José

Miguel Ortiz. Asimismo, se hará llegar copia de su

intervención para una mejor comprensión de su solicitud.

 

SITUACIÓN DE ALUMNAS EGRESADAS DE LA CARRERA DE DERECHO EN

LA UNIVERSIDAD REAL. Oficio.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno

correspondiente al Comité Demócrata Cristiano, tiene la

palabra el Diputado señor Miguel Hernández.

 

El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, me referiré a

la situación que viven alumnos egresados de la carrera de

derecho de la Universidad Real, quienes me han hecho llegar

copia de una carta dirigida al Ministro de Educación, que

en sus partes más interesantes dice lo siguiente:

"Como alumnas egresadas de la carrera de Derecho de la

Universidad Real, en el mes de enero de 1995, a quien

recientemente se le canceló la personalidad jurídica, nos

permitimos hacer saber a usted que han sido inútiles todas

las gestiones y trámites correspondientes para poder llevar

a cabo nuestro proceso de titulación ante entidades como el

Consejo Superior de Educación, universidades privadas y el

mismo Ministerio de Educación.

"Después de sucesivas conversaciones sostenidas con la

Secretaria Ejecutiva del Consejo Superior de Educación, con

sus abogados, con la señora Marta Soto y don Raúl Allard,

quienes insisten en que se nos debiera mantener la calidad

de egresadas, todavía y a pesar de los meses transcurridos

y de todos los perjuicios que ello nos ha ocasionado,

ninguna universidad nos mantiene tal calidad, sino que nos

obligan a cumplir con su malla curricular, significando

esto volver a cursar a lo menos cuarto y quinto año, lo

cual consideramos absolutamente abusivo, tanto sociológica,

moral como económicamente, puesto que en ningún caso

nuestra Casa de Estudios fue cerrada por motivos

académicos, sino administrativos, habiendo cumplido en su

debida oportunidad todos los ramos de nuestra malla

curricular, e inclusive teniendo muchos de nosotros la

práctica profesional aprobada por la Corporación de

Asistencia Judicial."

Señor Presidente, he considerado de importancia este

tema. Se trata de alumnos egresados de la carrera de

derecho, que viven una situación que nadie ha podido

resolver hasta hoy. Han realizado gestiones ante el

Ministerio de Educación y enviaron una carta al señor

Ministro el 18 de junio de este año, pero, según me

ratificaron ayer, no han recibido respuesta.

En forma paralela, me hicieron llegar el recorte de

una publicación aparecida en un diario nacional, que dice:

"La Quinta Sala de la Corte de Apelaciones acogió el

recurso de protección, presentado por estudiantes de

sicología de la ex Universidad Real", quienes viven

exactamente la misma situación.

Señor Presidente, por la dramática experiencia que

viven estos alumnos y por el hecho de haberse acercado a mi

oficina parlamentaria a expresar su inquietud por no haber

sido escuchados ni atendidos, me permito dar a conocer esta

situación.

En consecuencia, solicito que, en mi nombre, se oficie

al Ministro de Educación, con el objeto de que nos informe

adecuadamente sobre los trámites que ese Ministerio está

haciendo -habida consideración de la importancia que, en mi

opinión, reviste el hecho y la responsabilidad que le

asiste a esa cartera-, para dar respuesta a estas alumnas

egresadas de la Escuela de Derecho de la Universidad Real.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión de los

Diputados señores Edmundo Villouta y de quien habla.

Asimismo, se hará llegar copia de su intervención para una

mejor comprensión de su solicitud.

 

DISTRIBUCIÓN DE RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE DESARROLLO

ARTÍSTICO Y CULTURAL. Oficios.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la

palabra el Diputado señor Villouta.

 

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, el año pasado me

referí a los problemas suscitados con los concursos

Fondart, implementados por el Gobierno a través del

Ministerio de Educación.

En dicha oportunidad, reclamé que en mi distrito se

habían aprobado sólo cinco proyectos, que no alcanzaban a

sumar 3 millones de pesos.

Parece que el efecto del reclamo fue peor, porque sólo

fueron aprobados dos proyectos por un total de 8 millones

de pesos, en circunstancias de que había por lo menos seis

con cierta posibilidad de ser adjudicados.

Hubo una serie de problemas. Incluso el Consejo

Regional, el Core, no aceptó integrar el jurado que

correspondía formar a nivel regional, lo que significó que

la resolución la tomara una comisión ad hoc nombrada por el

Ministerio en su reemplazo; pero la resolución final, que

perjudicó a mi distrito, fue tomada en Santiago. Es así

como se aprobaron sendos programas de videos de las

municipalidades de Angol y de Collipulli.

Había también un proyecto bastante interesante,

relativo a la adquisición de un bien raíz para la

corporación cultural, que fue rechazado. En cambio, con

cargo a ese mismo ítem de infraestructura, se aprobaron

aproximadamente 120 millones de pesos para efectuar las

terminaciones del Teatro Municipal de Temuco.

Por lo tanto, hay una desproporción evidente en la

adjudicación de estos fondos para las provincias de la

Región.

Por otra parte, me llama la atención que en las bases

del programa se señalara como tope para este ítem la suma

de 20 millones, en circunstancias de que se aprobaron 120

millones de pesos para Temuco. No dudo de la importancia de

la obra en que se ha invertido esa cantidad de dinero, pero

los parlamentarios de regiones discrepamos de la

distribución de fondos en favor de la Región Metropolitana,

lo que por fortuna ha variado fundamentalmente, ya que se

han respetado las exigencias de que no más del 40 por

ciento de estos fondos se le asigne a ella y el 60 por

ciento a las regiones.

Al respecto, presentaremos un proyecto o en la

discusión del presupuesto respectivo pediremos que esta

proporción también se compatibilice a nivel de provincias,

porque no es posible que Cautín se lleve prácticamente el

99,9 por ciento de los fondos contra un pequeño porcentaje

que se asigna a la provincia menor. Para ello, quiero hacer

valer que hace más de seis años se llegó a un acuerdo en el

Core para distribuir los fondos de los diversos ítem en

relación con la población de cada provincia. De esta

manera, satisface a todas las comunas y, por supuesto, a la

provincia.

Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministro de

Educación, a fin de que nos señale cuál es la justificación

de una inversión tal alta para Temuco, en desmedro del

resto de las provincias.

Asimismo, pido que se envíe esta intervención in

extenso a los integrantes de la Comisión que tuvo que ver

con esta repartición -no sé si será la misma del próximo

año- para que este reclamo, que interpreta el sentir de

provincias y comunas modestas de nuestra región, quede por

lo menos como antecedente.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán

los oficios en la forma solicitada por Su Señoría, con la

adhesión de los Diputados señores Bayo, Makluf, Ferrada y

Ortiz.

 

FALTA DE PERSONAL EN OFICINAS DEL SERVICIO DE REGISTRO

CIVIL DEL DISTRITO Nº 48. Oficio.

 

El señor VILLOUTA.- También me quiero referir al

problema de falta de personal que sufren las oficinas del

Servicio de Registro Civil e Identificación en varias

comunas de mi distrito. Desde hace bastante tiempo se han

formulado reclamos, en forma continuada, no por la atención

que brinda el personal de este Servicio, sino por la

escasez de éste, ya que el único funcionario o funcionaria

que hay en Collipulli, Renaico y Purén no da abasto para

atender a toda la gente. Una situación similar vive la

oficina de Angol, a la que se le asignó un funcionario hace

unos meses, quien muchas veces es trasladado a Renaico o a

Purén para satisfacer la falencia de otro cuando hay

permisos administrativos o problemas por licencias médicas.

Considero que esta situación se viene prolongando por

mucho tiempo y estimo que el Servicio de Registro Civil e

Identificación debería tomar algunas medidas para aumentar

el número de personas que requieren estas oficinas para

entregar mejor atención a la gente.

Por tanto, solicito que se oficie a la señora Ministra

de Justicia para que nos informe sobre las posibilidades de

mejorar la atención, para lo cual se necesita aumentar el

número de funcionarios.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión de los

Diputados señores Bayo, Makluf, Ferrada y Ortiz.

 

COBROS EXCESIVOS DE DICOM Y DEL BOLETÍN COMERCIAL. Oficio.

 

El señor VILLOUTA.- Por último, hace aproximadamente

unos tres meses hice una intervención relacionada con los

cobros que hacen las oficinas de Dicom y el Boletín

Comercial por las aclaraciones de documentos, situación por

la que se sigue reclamando a través de los medios de

difusión. El oficio que solicité no ha sido contestado.

Por lo tanto, reitero que, por intermedio del Ministro

de Hacienda, se oficie a la Superintendencia de Bancos e

Instituciones Financieras para que investigue los cobros

que se están haciendo por aclaraciones, ya que son

excesivos y en algunos casos favorecen a instituciones que

no se sabe qué hacen con el dinero que recaudan, que es

bastante cuantioso, con evidente perjuicio para las

personas que se ven obligadas a pagar para solucionar sus

problemas comerciales o financieros.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el

oficio en nombre de Su Señoría.

Para mayor comprensión, se adjuntará el texto de su

intervención

Adhieren al oficio, los Diputados señores Alejandro

Navarro, José Makluf, Francisco Bayo, Luis Valentín Ferrada

y José Miguel Ortiz.

 

INVERSIONES PÚBLICAS EN VIÑA DEL MAR.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En los ocho

minutos que restan al Comité de la Democracia Cristiana,

tiene la palabra el Diputado señor José Makluf.

El señor MAKLUF.- Señor Presidente, previamente me han

pedido interrupciones los Diputados señores Navarro y Bayo.

No sé si Su Señoría puede autorizarlas sin considerar el

tiempo de mi bancada.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- No, sólo

pueden ser con cargo a su tiempo. Empiece su intervención y

le avisaré dos minutos antes que finalice su tiempo.

 

El señor MAKLUF.- Muchas gracias, señor Presidente.

Cuando se aproxima la fecha en que el Gobierno del

Presidente Frei cumpla 30 meses de gestión, es pertinente

realizar un balance de lo realizado en materia de obras en

beneficio de la población permanente y flotante de Viña del

Mar, una de las comunas más importantes del país.

Una apreciación objetiva de la inversión pública

materializada en diversas áreas, nos lleva a considerar,

sin apasionamientos de ninguna especie, que estamos frente

a un período particularmente fructífero y beneficioso para

los habitantes de esa comuna, pues se han concretado

anhelos largamente ansiados por los viñamarinos.

En materia de tránsito urbano la ciudad había llegado

a un estado de colapso a fines de la década de los ochenta.

Con la finalización del proyecto denominado SB 2, el centro

de Viña del Mar cuenta con un diseño de tránsito renovado,

reposición de pavimentos en las arterias más utilizadas y

con un nuevo y moderno sistema de semaforización

computarizada, conjunto de obras que tuvo un costo superior

a los 5 mil millones de pesos.

Una segunda etapa de este proceso considera el

mejoramiento de los ejes de la Avenida Libertad, calle

Quillota y subida Alessandri. Los respectivos proyectos de

ingeniería están financiados y su licitación, en proceso

actualmente.

Complementariamente, hace pocos días se entregó al uso

público la denominada Gran Vía Las Palmas que es el

proyecto con más alto financiamiento que ha ejecutado el

Ministerio de Obras Públicas durante estos años en el país.

Dicha carretera ha permitido descongestionar el centro de

Viña del Mar al desviar por ella toda la carga pesada que

va en dirección al puerto de Valparaíso, y a todos los

vehículos que se dirigen desde el interior de la Quinta

Región hacia el puerto o hacia Santiago. Junto con ello, ha

sido posible ampliar y mejorar la ruta F 66, variante Agua

Santa.

En otras áreas relacionadas con la vialidad urbana se

han realizado obras de mejoramiento en la rotonda de

Achupallas, la construcción del nuevo acceso a Miraflores

por Sausalito; están en ejecución las tres pasarelas

peatonales sobre el Camino Internacional en los sectores de

Santa Julia, Glorias Navales y Reñaca Alto, y los proyectos

de ingeniería para el mejoramiento de los caminos costero y

Los Ositos que unen las comunas de Viña del Mar y Concón. A

ello debemos sumar la pavimentación de calles y pasajes en

los más diversos sectores de la ciudad, financiados bajo

diversas modalidades, como el programa de mejoramiento

urbano, el plan especial de comunas pobres, los fondos

municipales y por los propios vecinos mediante el programa

de pavimentación participativa. Todo ello ha permitido, en

los últimos dos años, disminuir en más de un tercio el

déficit de pavimentos en los cerros de Viña del Mar.

Otro aspecto digno de considerar también es la

pavimentación del acceso al aeropuerto Torquemada de Viña

del Mar, lo que ha posibilitado mejorar la infraestructura

de ese terminal aéreo, que es una de las principales

puertas de entrada al turismo regional.

Asimismo, en materia de vivienda se ha desarrollado un

esfuerzo para disminuir considerablemente los agudos

déficit. Se han llevado a cabo proyectos de viviendas

básicas progresivas y un plan especial para trabajadores en

Viña del Mar y Concón. Destacamos, entre ellos, la

edificación de nuevas poblaciones en Santa Julia, en

Achupallas, en Glorias Navales, en Villa Dulce y en la

Población Nueva RPC de Concón.

La política de vivienda del Gobierno considera también

el mejoramiento del entorno de los centros residenciales.

Se ha efectuado un completo programa de equipamiento

comunitario, manifestado en obras tales como construcción y

habilitación de sedes sociales en la Población Santa Julia

y en la unidad vecinal 103, que en total suman quince

nuevas construcciones; construcción de plazas, entre las

que destaca la plaza Emilio Puebla en la unidad vecinal 78

de Achupallas; construcción y equipamiento de jardines

infantiles en Miraflores Alto y en la unidad vecinal 45 de

Forestal, y habilitación de espacios de recreación, entre

los que se puede destacar la obra desarrollada en la unidad

vecinal 139 de Chorrillos.

La solución del problema de los allegados ha comenzado

con la implementación del programa de mejoramiento de

barrios en diversos sectores de la ciudad. Entre los

proyectos ya terminados, los que se encuentran en ejecución

y aquellos en etapa de licitación, se abarca un universo de

soluciones para casi 30 mil pobladores, es decir, alrededor

del 8 por ciento de la población de los habitantes de la

comuna, correspondientes a sectores de Nueva Aurora,

Forestal Alto, Reñaca Alto, Expresos Viña y Santa Julia,

entre otros. Las inversiones comprometidas en esos

programas suman alrededor de 10 mil millones de pesos.

Sería largo enumerar los diversos aportes de los

gobiernos central y regional para solucionar problemas

pendientes en los distintos sectores de Viña del Mar.

Podría continuar señalando realizaciones como las

enumeradas, y otras que omitiremos en razón del tiempo, las

cuales constituyen una muestra representativa de cuanto se

ha avanzado en Viña del Mar durante los dos últimos años y

medio.

Confiamos que en el futuro cercano se continuará en

esta senda de progreso, ya que el proceso de transferencia

de las decisiones de inversión, desde el nivel central

hacia las regiones, provincias y comunas, deberá favorecer

aún más esta tendencia a privilegiar a aquellos sectores

postergados de servicios públicos y de los proyectos de

promoción humana.

Señor Presidente, concedo la interrupción solicitada.

He dicho.

 

ACTO PÚBLICO EN SANTIAGO CONTRA LA CONTAMINACIÓN.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo

del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el

Diputado señor Alejandro Navarro. Queda un minuto y treinta

segundos.

 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, agradezco al

Diputado señor Makluf la oportunidad que me da para

informar que hoy en Santiago, a las 16 horas, se realizará

un gran acto contra la contaminación de esa ciudad, en el

cual participarán destacados grupos artísticos, como Inti

Illimani, Illapu, Javiera Parra y Sol y Lluvia.

¿Cuál es el objetivo? Propiciar que, con mucha

voluntad y fuerza, se tomen medidas concretas para frenar

la terrible contaminación que afecta a Santiago. Por ello,

hago extensiva la invitación a todos los parlamentarios.

Hoy en la mañana se produjo un taco fenomenal como

consecuencia de la instalación del escenario entre los

puentes Loreto y Recoleta, congestión que impidió a muchos

santiaguinos llegar a tiempo a su trabajo, y a los alcaldes

Ravinet y Lavín que pudieran acudir a una reunión que

teníamos en la Municipalidad de Santiago.

El gran problema de esa ciudad no radica en hacer un

acto en contra de la contaminación, sino en las graves

deficiencias y vulnerabilidad que presenta. En una

situación de emergencia, quedaría paralizada, tal como lo

demostró dicha congestión.

Por eso, espero que los señores Diputados puedan

participar en ese acto, advirtiéndoles que no habrá

discursos.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Por haberse

cumplido con el objeto de la sesión, se levanta.

 

-Se levantó la sesión a las 13.39 horas.

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

 

